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INTRODUCCIÓN. 
 
La adopción de un modelo de tendencia acusatoria, con elementos 
característicos del derecho norteamericano, ha permitido establecer nuevas 
formas de investigación que si bien es cierto estaban dentro de la normativa del 
concierto internacional no habían sido tenidas como propias en Colombia por el 
modelo anterior inquisitivo, y bajo la premisa de no contar con normas de garantía 
procesal para los indiciados o inculpados dentro del ritual procesal de la época. 
Con la implementación del nuevo código de procedimiento penal ley 906 de 
2004, se prevé que sin llegar a la preparación de acciones que induzcan al delito, 
existen las posibilidades de qué con un mínimo de información se pueda, a través 
de una autorización previa por parte del ente investigador, hacer un exhaustivo 
seguimiento para establecer quién o quienes más pueden llegar a conformar parte 
de la cadena delincuencial y con ello lograr la desvertebración de estas 
organizaciones.  
Esta investigación será importante en cuanto aquellos servidores públicos que 
se desempeñen como operadores judiciales tengan claridad del propósito de la 
figura procesal y puedan aplicarla y sustentarla ante la jurisdicción respectiva, 
sabiendo que sin engaños o entrampamientos logran poner fin a organizaciones 
criminales que delinquen en nuestro país o se valen de él para sus actividades 
ilícitas. 
El fin último de esta monografía no es el de dar por sentada la última 
apreciación sobre el tema pero si la primera de una serie de conceptos y luces que 
permitan a todo operador tener una aproximación confiable al modo de aplicación 
de la figura y la defensa de ésta metodología en los estrados judiciales ante los 
eventuales ataques que recibirán bajo el pretexto de haber soslayado el respeto a 
los derechos más mínimos de los procesados, entre ellos los de presunción de 
 
 
inocencia y del debido proceso, incluso algunos dirán que se trató de una 
inducción premeditada del aparato judicial colombiano. 
El procedimiento empleado para la elaboración de la presente monografía fue el 
de abordar un proceso teórico (analítico y de síntesis)  con consulta bibliográfica, y  
acopio de información por medios electrónicos o la INTERNET, sin perjuicio de la 
consulta de estadísticas y elaboración de encuesta entre operadores judiciales con 
su respectiva valoración. 
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1. ASPECTOS PRELIMINARES 
 
En nuestro país con ocasión de la elección y conformación de una Asamblea 
Nacional Constituyente, se iniciaron serias transformaciones en las instituciones 
que por razones lógica incluyeron a la justicia y sus operadores, si bien es cierto 
que continuó con la misma supremacía cambió su connotación en materia de la 
persecución de los delitos, pues en este aspecto creó un proceso de 
características “semi acusatorias”, con la posibilidad de incluir a particulares en la 
toma de decisiones judiciales. No obstante esa creación tardó algunos años, 
pasando por diversas normatividades que pretendían endurecer las penas y limitar 
al máximo la concesión de subrogados penales, a fin de desestimular el accionar 
delincuencial. 
Para iniciar tenemos que en la anualidad de 1991 se expedía la ley 23, cuyo fin 
primordial era la de descongestionar los despachos y otorgar pronta justicia a un 
puñado de nacionales que buscaban el pronunciamiento del estado en relación a 
sus derechos en litigio; posteriormente en la misma calenda se expidió el decreto-
ley 2700 (1991), norma que reunía una plétora de disposiciones elaboradas 
anteriormente por el legislativo para contrarrestar la desbordada criminalidad de la 
década del 80, legislación compilada que suprimía etapas creadas para las 
confesiones de delitos y las “capturas en caliente”(flagrancia), y otorgaba 
beneficios por colaborar con la justicia de manera eficaz. 
En otro punto relevante de ese decreto ley, se destaca el mejoramiento de 
aspectos administrativos en la administración de justicia y la consolidación de un 
cuerpo técnico de investigación judicial con fortalecimiento de la función 
acusadora por parte de una fiscalía que podía tomar decisiones sin acudir a un 
juez de la República.  
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Sin que los otros intentos de modificación y reforma no hayan sido importantes, 
se menciona como especial modificación la contenida en la ley 504 de 1999 donde 
desaparece la denominada justicia regional o justicia sin rostro y se adopta que 
estos procesos de connotación internacional o de crimen organizado, pasen a la 
justicia ordinaria constituyéndose así lo que actualmente se conoce como justicia 
especializada. Posteriormente y ya con visos de sistema acusatorio, se profirió la 
ley 600 de 2000, dando relevancia a aspectos de peso en el ente acusador que 
tenía funciones judiciales en cuanto a capturas y procedimientos que están 
protegidos por tratarse de derechos fundamentales, libertad, tránsito, propiedad 
privada, etc. Situación ésta que desdibujaba la esencia del proceso acusatorio, 
siendo evidente que se trataba más de una función inquisitoria como rasgo de 
legislaciones anteriores.   
Finalmente llegamos a nuestra legislación actual la ley 906 de 2004 con sus 
modificaciones y adiciones, de donde se extraen mecanismos novedosos para 
nuestro país en materia de persecución del delito como el agente encubierto, las 
entregas controladas y/o las entregas vigiladas, tema del cual empezaremos a 
ocuparnos a continuación. 
Lo anteriormente enunciado se esboza en el estado actual de la normatividad 
jurídica nacional sin perjuicio de las posibles implicaciones que puedan derivarse 
de la discusión y aprobación del nuevo estatuto de drogas que ha propuesto el 
Ministerio de Justicia y del Derecho, dejando en claro que “con la iniciativa no se 
pretende despenalizar un delito, pues en el ordenamiento legal vigente, el 
consumo de dosis personales de drogas sintéticas y otras drogas de origen 
vegetal no está penalizado.” (Ámbito Jurídico.com 30 enero de 2013)1.  
Al respecto es importante recalcar el énfasis que pone éste anteproyecto sobre 
la política nacional contra las drogas, matizando sobre la prevención del consumo 
                                                          
1 hptt://www.ambitojuridico.com consulta en 30-01-2013 
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y la protección de menores, adolescentes y poblaciones vulnerables en cuanto a la 
conducta desplegada por adultos, consumidores, expendedores y traficantes, 
entregándole precisas funciones a los entes de salud en materia de educación 
preventiva, temática recogida desde el LIBRO III CONTROL A LA OFERTA DE 
INSUMOS Y SUSTANCIAS PSICOACTIVAS ILÍCITAS, LÍCITAS Y 
CONTROLADAS, CAPITULO V CONTROL SOBRE LA IMPORTACIÓN, 
EXPORTACIÓN, FABRICACIÓN, PROCESAMIENTO, SINTESIS, 
DISTRIBUCIÓN, VENTA Y USO DE SUSTANCIAS Y PRODUCTOS 
SICOACTIVOS PARA FINES ILÍCITOS, artículos 72 al 81 donde establece 
funciones a entidades estatales como Ministerio de Salud, al Fondo Nacional de 
Estupefacientes (FNE), se dictan normas para la correcta importación, producción 
y formulación de sustancias psicoactivas a través de orientaciones del Consejo 
Nacional de Política de Drogas, se designan cupos de importación y disponibilidad 
de sustancias o insumos, la obligación de presentación de informes al FNE, la 
solicitud de autorizaciones para el movimiento y disposición de las sustancias o 
insumos, asimismo se establece en el proyecto de ley que exista la posibilidad de 
exportar sustancias o insumos para fabricación de sustancias controladas, 
siempre y cuando se sigan los protocolos que para el efecto haya elaborado el 
Ministerio de Salud, se impone además la obligación perentoria de dar a aviso a 
las autoridades correspondientes sobre la pérdida o extravío de sustancias 
controladas o sus insumos; siendo entonces ésta normatividad de rigurosa 
observación y aplicación dado que el transporte, movilización, porte y demás 
figuras que se presentan con las entregas controladas son susceptibles de la 
aplicación de estas técnicas de control y persecución en razón a la naturaleza 
misma de las sustancias y del efecto que un manejo indiscriminado pueda producir 
en la sociedad colombiana por encontrarse en movimiento interno o miras al 
extranjero, ya no solo los insumos mismo sino que habiéndose importado o 
producido éstos legalmente en el país pueden, sus productos terminados que 
también son controlados, estar desviándose de su destino original y legal, según el 
texto tenemos: 
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“CONTROL SOBRE LA IMPORTACIÓN, EXPORTACIÓN, FABRICACIÓN, PROESAMIENTO, 
SINTESIS, DISTRIBUCIÓN, VENTA Y USO DE SUSTANCIAS Y PRODUCTOS SICOACTIVOS 
PARA FINES LÍCITOS 
Artículo 72. Funciones del Ministerio de Salud y Protección Social. Son funciones del 
Ministerio de Salud y Protección Social las siguientes: 
1. Expedir el reglamento que permita ejercer Inspección Vigilancia y Control sobre las 
actividades médicas, científicas e industriales que legítimamente involucren sustancias o 
productos estupefacientes, psicotrópicos y precursores de drogas fiscalizados según el 
listado establecido por el Consejo Nacional de Política contra las Drogas. 
2. Expedir el reglamento que permita una adecuada disponibilidad y accesibilidad para fines 
médicos y científicos de sustancias o productos estupefacientes, psicotrópicos y 
precursores, y para aquellos considerados como monopolio del Estado. 
3. Reglamentar la prescripción y uso de los medicamentos de control especial así como los 
protocolos y guías de tratamiento en los que se requiera el uso de este tipo de 
medicamentos.  
4. Facultar al Fondo Nacional de Estupefacientes para ejercer la Inspección, Vigilancia y 
Control sobre las actividades médicas, científicas e industriales legítimas que involucren 
sustancias o productos estupefacientes, psicotrópicos y precursores de drogas que le 
corresponda fiscalizar según lo dispuesto por el Consejo Nacional de Política contra las 
Drogas, y facultarlo para adelantar las actuaciones y contrataciones que se requieran con el 
fin de importar, producir, distribuir y asegurar la disponibilidad y accesibilidad de los 
medicamentos monopolio del Estado. 
Artículo 73. Funciones del Fondo Nacional de Estupefacientes. Son funciones del Fondo 
Nacional de Estupefacientes las siguientes: 
1. Fijar la lista de medicamentos sometidos a control especial. 
2. Ejercer la Inspección Vigilancia y Control sobre las actividades médicas,  científicas e 
industriales legítimas, que involucren sustancias o productos estupefacientes, psicotrópicos 
y precursores sometidas a fiscalización y los medicamentos de control especial, según el 
reglamento que expida para tal fin el Ministerio de Salud y Protección Social. 
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3. Desarrollar, importar, fabricar y distribuir los medicamentos monopolio del Estado y 
asegurar la disponibilidad y accesibilidad de los mismos para el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. 
4. Ejecutar las acciones de control sobre el comercio internacional de sustancias y 
productos estupefacientes psicotrópicos y precursores sometidos a fiscalización por el 
Ministerio de Salud y Protección Social, según las disposiciones de los tratados 
internacionales relacionados con el tema y las normas nacionales. 
5. Como entidad responsable del control administrativo y fiscalización de estupefacientes, 
psicotrópicos y de los precursores que establezca el Consejo Nacional de Política contra las 
Drogas, el Fondo Nacional de Estupefacientes deberá representar al país en las instancias y 
reuniones en las que se requiera su presencia y participación. 
6. Financiar los programas de promoción y prevención contra la farmacodependencia que 
adelante el gobierno nacional, de acuerdo con el presupuesto asignado para tal fin. 
7. Autorizar las actividades de importación y producción de medicamentos controlados, 
insumos u otros medicamentos que los contengan o puedan desviarse a mercados ilícitos 
desarrolladas por las personas naturales o jurídicas conforme a la reglamentación que sobre 
el particular expedirá el Consejo Nacional de Política de Drogas.  
8. Promover entre las asociaciones profesionales, las fundaciones privadas y las 
instituciones académicas, las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, en 
cooperación con la industria farmacéutica, la realización de investigaciones orientadas a 
identificar sustancias psicoactivas que se presten menos al uso indebido y tengan por lo 
menos la misma eficacia médica y de estudios científicos con el objeto de determinar si es 
posible desarrollar tratamientos no farmacológicos igualmente eficaces. 
Artículo 74. Importación, producción y formulación de sustancias psicoactivas lícitas 
controladas y medicamentos. El Consejo Nacional de Política de Drogas señalará las 
sustancias psicoactivas y medicamentos que se podrán  importar, producir y formular en el 
país para fines médicos y científicos.  
Igualmente, establecerá las sustancias que se someterán a autorizaciones de importación y 
exportación, las que serán reglamentadas concretamente para estos efectos, y podrá en lo 
sucesivo someter nuevas sustancias a dicho control siempre que se compruebe que las 
mismas causan problemas significativos de uso indebido y/o tráfico ilícito. 
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Artículo 75. Cupos de importación, producción y disponibilidad. El Fondo Nacional de 
Estupefacientes establecerá cupos de importación o de producción, procurando que se 
abastezca de manera suficiente la demanda de los medicamentos de control especial o sus 
materias primas, para lograr su disponibilidad a aquellos que los utilicen legalmente con 
fines médicos, teniendo en cuenta la información sobre las necesidades del país en esta 
materia. 
Artículo 76. Informes periódicos. El Fondo Nacional de Estupefacientes establecerá un 
sistema de reportes periódicos para determinar de manera consolidada el movimiento de 
sustancias precursoras o de medicamentos de control especial en el país, que permita 
identificar periódicamente el volumen de sustancias que están siendo efectivamente 
importadas y exportadas en uso de las autorizaciones correspondientes. 
Artículo 77.Movimientos internos de sustancias sometidas a fiscalización. Los laboratorios 
farmacéuticos, los distribuidores nacionales de sustancias sometidas a fiscalización y las 
demás entidades autorizadas por el Fondo Nacional de Estupefacientes deberán tramitar 
autorizaciones ante el Fondo Nacional de Estupefacientes para cada despacho local que 
pueda requerirse de materias primas, estándares o reactivos de control especial. 
Artículo 78. Exportaciones. Las exportaciones de sustancias o productos estupefacientes, 
psicotrópicos y precursores sometidos a fiscalización deberán sujetarse al régimen de 
permisos de importación dispuesto en las normas internacionales que sean aplicables a la 
materia, y el reglamento que expida el Ministerio de Salud y Protección Social. 
Artículo 79. Control de existencias e informes. Las entidades, personas naturales y 
jurídicas autorizadas por el Fondo Nacional de Estupefacientes para cualquier actividad con 
sustancias o productos sometidos a fiscalización deberán llevar un registro pormenorizado 
de los ingresos, salidas y existencias de estas sustancias y productos, y con base en dichos 
registros remitirán periódicamente al Fondo Nacional de Estupefacientes los informes que 
se requieran, conforme al reglamento que expida el Ministerio de Salud y Protección Social. 
Artículo 80. Pérdidas y hurtos. Toda pérdida injustificada o hurto de sustancias sometidas a 
fiscalización o medicamentos de control especial, dada su alta susceptibilidad de desvío 
para fines ilícitos, deberá denunciarse ante la autoridad competente inmediatamente 
conocido el hecho. 
Artículo 81. Fondos Rotatorios de Estupefacientes Departamentales. Las autoridades 
departamentales y distritales de salud, a través de los Fondos Rotatorios de 
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Estupefacientes, realizarán las actividades de Inspección, Vigilancia y Control y garantizarán 
la disponibilidad y accesibilidad de los medicamentos monopolio del Estado en su 
jurisdicción. Los departamentos deberán disponer del recurso humano, financiero y logístico 
necesario para cumplir con estas funciones. 
La figura de entregas controladas o vigiladas hace parte de la lucha frontal 
contra el tráfico de sustancias u objetos prohibidos o controlados, como principal 
factor de investigación el presente trabajo, junto con el tráfico de dinero, de 
personas y armas; si bien es cierto no es de reciente aparición en el concierto 
internacional, si lo viene siendo al interior de nuestro ordenamiento jurídico y más 
aún en la práctica de la judicialización de indiciados a quienes con dicha práctica, 
se les logra encontrar méritos para su vinculación final a una organización criminal 
o un esquema delictivo. 
Ahora bien, exclusivamente se tocará el tema de la ENTREGA VIGILADA, por 
ser ésta la definición semántica y ontológica consagrada en el artículo 243 del 
código de procedimiento penal colombiano, sin dejar de lado una 
conceptualización básica de la entrega controlada como se indicará más adelante. 
De igual forma se enfatiza cómo la dogmática, como influencia directa en éste 
proceso penal de tendencia acusatoria no se debe dejar confundir, pues al caso 
en la investigación propuesta, tanto la NO INDUCCION, como la MÁXIMA 
INTERVENCIÓN FUNCIONAL en los aspectos de preparación, control, 
seguimiento, incautación o cambio de la entrega, deberán ser constantes al 
momento de reclamar justicia, sin que ello implique extralimitación o abuso de 
funciones, en la persecución del delito. 
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1.1. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA  
 
1.1.1. ¿CUÁL HA SIDO LA INCIDENCIA DE LA FIGURA DE LAS 
ENTREGAS VIGILADAS EN LA LUCHA CONTRA LAS DROGAS EN 
COLOMBIA-LEY 906 DE 2004, ACTUACIONES DESARROLLADAS 
EN EL CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES DE PALOQUEMAO-
BOGOTÁ, D.C., DURANTE LOS AÑOS 2005-2012. 
 
1.1.2. ¿CÓMO SE HAN COMPORTADO LOS OPERADORES JUDICIALES 
DE CONTROL ANTE ESTE MECANISMO, EN EL CENTRO DE 
SERVICIOS JUDICIALES DE PALOQUEMAO-BOGOTÁ D.C., 
DURANTE LOS AÑOS 2005-2012? 
 
El problema planteado para éste trabajo investigativo está dividido en dos 
componentes que reflejan el desconocimiento en gran medida en todos los niveles 
dentro de los operadores judiciales y de los cuerpos de investigación criminal, de 
cómo está instituida la figura de entregas vigiladas2, en nuestro ordenamiento 
procedimental penal y se corrobora con los resultados que arroja la estadística 
aportada por el Centro de Servicios Judiciales de Paloquemao, sitio emblemático 
para la administración de justicia y centro que aglutina el mayor número de 
procesos penales ocurridos en el Distrito Capital y algunos de trascendencia 
nacional en cuanto a narcotráfico y delitos conexos, trata de personas, armas y 
dinero se refiere.  
Se pondrá en evidencia, en el capítulo 4 de éste estudio, con los resultados del 
análisis de las estadísticas aportadas, qué no solo existe desconocimiento de la 
aplicación de figura sino que dentro de los operadores judiciales no ha habido 
confianza en el procedimiento mismo, pues dentro del cuerpo de apoyo de 
                                                          
2 Art 243 C.P.P. Ley 906 de 2004 
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investigación criminal ya sea del CTI o de la Policía Nacional a través de su 
dirección (DIJIN) y seccionales (SIJIN), también se presenta desconocimiento 
tanto de la norma procesal, como de la preparación misma para su aplicación y 
manejo de los elementos materiales probatorios y evidencia física encontrada. 
Se reitera como parte del problema, que las entregas vigiladas mucho antes de 
su inclusión en el ordenamiento penal colombiano ya existían en el concierto 
internacional desde 1988 y solo hasta el año 2003 se logra su inclusión e 
implementación, procurando con ello una acción contundente de las autoridades 
judiciales y de policía para lograr desarticular bandas criminales organizadas 
nacionales y de crimen transnacional3. 
Finalmente el problema se complementa con el comportamiento desplegado por 
los operadores judiciales en desarrollo de las audiencias de control de garantías, 
pues se evidencia, también con la estadísticas remitida por el Centro de Servicios 
Judiciales de Paloquemao, que los jueces de garantías, fiscales y miembros de 
policía judicial, estos últimos en su rol de testigos o peritos, no conocen bien la 
figura o no la aplican por no saber cómo proceder ante hechos nuevos que 
podrían confundirse con encubrimiento o coparticipación al saber de su existencia 
y tránsito por el territorio nacional (principio de soberanía) y no actuar 
inmediatamente (principio de laglidad); y ante la protección de derechos 
fundamentales de quienes han intervenido en la operación de entregas vigiladas. 
 
 
 
 
 
                                                          
3
 CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL, 2000. Art. 2º, literal i) 
- 22 - 
 
1.2. JUSTIFICACIÓN 
Este estudio está basado en precisar el alcance de las normas procesales por 
parte de autoridades intervinientes en actuaciones procedimentales penales con 
ocasión de la aplicación de este mecanismo, deslindando el concepto de delito 
comprobado contra el de delito provocado, la utilidad (incidencia) de la figura en el 
ordenamiento procesal colombiano, adicionalmente haciendo alusión a lo regulado  
en el proyecto del nuevo “Estatuto de Drogas”, respecto de la clasificación de 
drogas y las cantidades que estarían fuera del espectro legal punitivo; finalmente 
se tiene como aporte doctrinal una propuesta de preparación tanto de la entrega 
vigilada en si como de una propuesta de preparación del agente encubierto en su 
rol como infiltrado y como testigo de cargos dentro del juicio oral, propuestas que 
se reflejan en el desarrollo del capítulo tercero de ésta investigación. 
 
1.3. OBJETIVOS 
 
1.3.1. Objetivo General 
Reconocer la característica propia de ésta “Técnica Especial de Investigación” 
al interior del  proceso penal, esto como elemento probatorio de un delito que ya 
se estaba fraguando y no como un delito que se crea por los organismos del 
estado o sus agentes para incriminar a los participantes. 
Determinar los momentos previos, concomitantes y posteriores a esta Técnica 
recalcando la participación de cada uno de los órganos nacionales y/o 
internacionales para su completo desarrollo. 
Como tal se tiene que, dentro de las entregas vigiladas, ha de hacerse un 
reconocimiento de la característica propia de ésta “Técnica Especial de 
Investigación” al interior del proceso penal, esto como elemento probatorio de un 
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delito que ya se estaba fraguando y no cómo un delito que se crea por los 
organismos del estado. Igualmente se busca determinar los momentos previos, 
concomitantes y posteriores a ésta técnica recalcando la participación de cada uno 
de los órganos nacionales y/o internacionales para su completo desarrollo. 
Entrando de una vez al análisis detallado de los elementos que describen y 
componen la nueva técnica y su incidencia en nuestro ordenamiento jurídico, tiene 
la norma el siguiente derrotero:  
“ARTÍCULO 243. ENTREGA VIGILADA. El fiscal que tuviere motivos razonablemente 
fundados, de acuerdo con los medios cognoscitivos previstos en este código, para creer que 
el indiciado o el imputado dirige, o de cualquier forma interviene en el transporte de armas, 
explosivos, municiones, moneda falsificada, drogas que producen dependencia o también 
cuando sea informado por agente encubierto o de confianza de la existencia de una 
actividad criminal continua, previa autorización del Director Nacional o Seccional de 
Fiscalías, podrá ordenar la realización de entregas vigiladas de objetos cuya posesión, 
transporte, enajenación, compra, alquiler o simple tenencia se encuentre prohibida. A estos 
efectos se entiende como entrega vigilada el dejar que la mercancía se transporte en el 
territorio nacional o salga de él, bajo la vigilancia de una red de agentes de policía judicial 
especialmente entrenados y adiestrados. 
En estos eventos, está prohibido al agente encubierto sembrar la idea de la comisión del 
delito en el indiciado o imputado. Así, sólo está facultado para entregar por sí, o por 
interpuesta persona, o facilitar la entrega del objeto de la transacción ilegal, a instancia o por 
iniciativa del indiciado o imputado. 
De la misma forma, el fiscal facultará a la policía judicial para la realización de vigilancia 
especial, cuando se trate de operaciones cuyo origen provenga del exterior y en desarrollo 
de lo dispuesto en el capítulo relativo a la cooperación judicial internacional. 
Durante el procedimiento de entrega vigilada se utilizará, si fuere posible, los medios 
técnicos idóneos que permitan establecer la intervención del indiciado o del imputado. 
<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> En todo caso, una vez concluida la entrega 
vigilada, los resultados de la misma y, en especial, los elementos materiales probatorios y 
evidencia física, deberán ser objeto de revisión por parte del juez de control de garantías, lo 
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cual cumplirá dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes con el fin de establecer su 
legalidad formal y material. 
Aparte subrayado declarado CONDICIONALMENTE exequible, por los cargos propuestos y analizados, por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-025-09 de 27 de enero de 2009, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo 
Escobar Gil, '... siempre que se entienda que cuando el indiciado tenga noticia de que en las diligencias practicadas 
en la etapa de indagación anterior a la formulación de la imputación, se está investigando su participación en la 
comisión de un hecho punible, el juez de control de garantías debe autorizarle su participación y la de su abogado 
en la audiencia posterior de control de legalidad de tales diligencias, si así lo solicita'. 
 
- Inciso declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-336-07 
de 9 de mayo de 2007, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño, 'en el entendido que se requiere de orden 
judicial previa cuando se trata de datos personales organizados con fines legales y recogidos por instituciones o 
entidades públicas o privadas debidamente autorizadas para ello'. Esto para la “búsqueda Selectiva en Bases de 
Datos” 
 
En estos casos, la revisión de la legalidad se realizará ante el juez de control de garantías, 
dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes a la culminación de la búsqueda selectiva 
de la información.”
4
 
 
Es oportuno determinar donde está ubicada la figura de entregas vigiladas, para 
poder decir que se encuentra dentro de los postulados del LIBRO II TÉCNICAS 
DE INDAGACIÓN E INVESTIGACIÓN - DE LA PRUEBA Y SISTEMA 
PROBATORIO - TITULO I LA INDAGACIÓN Y LA INVESTIGACIÓN - 
ACTUACIONES QUE NO REQUIEREN AUTORIZACIÓN JUDICIAL PREVIA 
PARA SU REALIZACIÓN.,(Negrilla es mía) de todo lo cual se infiere que nos 
encontramos en desarrollo de la etapa previa al juicio, que es potestad del fiscal 
investigador y que existe ya un proceso al menos con un imputado o indiciado; es 
importante decir y se recalca, ésta etapa no puede desarrollarse para efectos 
de  determinar si se recaban o no, pruebas para iniciar una investigación. 
Para dar la orden respectiva y diseñar la estrategia que permita concluir con la 
entrega, NO se requiere autorización previa de un juez de garantías, no olvidando 
que si recurrimos a ésta modalidad es porque a través de los medios ordinarios de 
                                                          
4 CODIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL COLOMBANO. Artículo 243 
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prueba no ha sido posible la consecución de pruebas que nos lleven a algún tipo 
de convencimiento y no tenemos conciencia de los elementos propios que 
configuran el delito o la conducta delictual, pero si se tiene al menos motivos 
razonablemente fundados y un indiciado o imputado. 
Los medios cognoscitivos que arroja el código de procedimiento penal 
(elementos materiales probatorios, evidencia física, pruebas anticipadas, 
confesiones, testimonios, entrevistas e incluso pruebas trasladadas valoradas a 
través de la lógica, el sentido común, las reglas del experiencia) le permitirán al 
fiscal crear una abstracción jurídica que le den motivos con asidero legal de que 
existe una actividad criminal continua, no esporádica, ni inducida por el agente del 
estado que infiltre la actividad5, que conlleve tráfico de sustancias ilícitas, insumos, 
armas, municiones, dinero e incluso personas, y que al respecto bien puede 
decretarse la entrega vigilada de dichos elementos prohibidos, previa autorización 
de la dirección nacional o seccional del grupo de fiscalías respectivo6. 
En lo subsiguiente, se delimita en la norma procesal penal cual es el objeto y 
alcance de la entrega vigilada dándole a ésta, una total connotación de liberalismo 
francés “leissez faire leissez facer”, donde se ve y se hace el de la vista gorda, 
pero bajo cuidado de que no se extravíen los alijos, de lo cual se encargan 
agentes de policía judicial con adiestramiento y entrenamiento requeridos y 
especializados en este tipo de actuaciones. En este caso habrá de tenerse una 
                                                          
5 “Es preciso indicar en este estadio, que no solo se podrá obtener información de agente encubierto ya que también la podremos obtener de agente de 
confianza, lo cual indica que no ha sido infiltrado en la “organización”, que recibe información de fuentes confiables e incluso de miembros de la 
organización, de aquellos que la doctrina internacional ha denominado llamar “el arrepentido”.”  SAMPEDRO ARRUBLA, Camilo. La Entrega Vigilada. 
Revista Universidad Externado No.56  Pág. 83 
 
6 “En cuanto a la posibilidad de investigar de oficio aquello ajeno a la investigación pero descubierto casualmente con ocasión de la infiltración 
ordenada para ella, debemos poner de presente que en la medida en que este tipo de técnicas, en nuestro concepto, deben estar regidas o amparadas 
por el principio de especialidad o determinación según el cual ellas se autorizan para unos hechos concretos y no para otros –no de otra manera se 
podría hacer la ponderación necesaria para autorizarla–, nos parece que no puede decirse nada distinto de que la prueba es legalmente obtenida a 
pesar de la casualidad, siempre que se dé inicio inmediato a una nueva investigación (con un indiciado por lo menos), si se requiere, y en ella se 
disponga y autorice la extensión de la medida determinada especialmente a la investigación del nuevo hecho. Sin embargo, recordando el control de 
legalidad posterior por parte del juez de garantías, éste observará cuidadosamente que la diligencia de entrega vigilada no haya sido un parapeto para 
la consecución de prueba distinta de la que la motivó, pues en este caso, como cuando se conoce previamente la existencia del elemento por 
descubrir, es decir no media la buena fe del funcionario, deberá declararse la ilegalidad de la prueba obtenida y por ende se reconocerá la nulidad de 
pleno derecho, en tanto lo que se pone en evidencia es una investigación engañosa. 
En lo que hace a lo segundo, es decir a la utilidad de la prueba, debemos ser enfáticos en manifestar que, a pesar de la calidad de acusador y de su 
natural tarea de encontrar prueba incriminatoria, el Fiscal que con la técnica de investigación logre la prueba favorable al imputado o indiciado, debe 
ponerla de cara al proceso por lealtad procesal.” SAMPEDRO ARRUBLA, Camilo. La Entrega Vigilada. Revista Universidad Externado No.56 Pág. 83 
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actuación especial que ha sido denominada “Cláusula o Ley Dorada”, de la cual 
nos referiremos más adelante.  
El papel del agente encubierto se limita a acompañar la entrega que se haga 
del objeto prohibido ya sea por efecto de su acción directa, ya por intermedio de 
una tercera persona incluso se admite la facilitación de la entrega misma que 
siempre ha de tener la motivación o iniciativa de quien está siendo investigado y 
del que se pretende obtener mayor información en su modus operandi, para 
conocer a los determinadores, socios o cómplices dentro de la empresa criminal.  
Una obligación especial dentro de la aplicación de las entregas vigiladas es que 
quien formando parte del estado como vigilante, acompañante o supuesto 
cómplice, no debe bajo ninguna situación “inducir, entrampar o engañar” al 
indiciado o imputado para que este desarrolle una conducta criminal, que no 
estaba en su mente ni en su intencionalidad.  
La figura de entregas vigiladas, a pesar de lo enunciado anteriormente y sin que 
ello signifique contradicción, admite que si el objeto prohibido ha iniciado su 
desplazamiento en el extranjero, su tránsito en nuestro país pueda ser objeto de 
una orden de fiscalía para que a través del grupo de policía judicial se realice una 
vigilancia especial, en concordancia a lo previsto en materia de cooperación 
judicial internacional7. 
                                                          
7 Artículo  484.  Modificado por el art. 64, Ley 1453 de 2011.Código Procedimiento Penal colombiano: Las autoridades investigativas y judiciales 
dispondrán lo pertinente para cumplir con los requerimientos de cooperación internacional que les sean solicitados de conformidad con la Constitución 
Política, los instrumentos internacionales y leyes que regulen la materia, en especial en desarrollo de la jurisdicción de la Corte Penal Internacional. 
Parágrafo. El requerimiento de una persona, mediante difusión o circular roja, a través de los canales de la Organización Internacional de Policía 
Criminal INTERPOL, tendrá eficacia en el territorio colombiano. En tales eventos la persona retenida será puesta a disposición del despacho del Fiscal 
General de la Nación, en forma inmediata. 
La Fiscalía General de la Nación comunicará inmediatamente al Ministerio de Relaciones Exteriores para lo pertinente y librará, en término no superior 
a dos (2) días hábiles, la orden de captura con fines de extradición si fuere del caso, a tenor de lo dispuesto en el artículo 509 de este código. Ley 906 
de 2004 Código de Procedimiento Penal  
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La tecnología a través de sus avances, juega un papel importante ya que a ella 
se acude con el fin de que desplegados todos los mecanismo al alcance del ente 
investigador, permitan esclarecer la real vinculación de quien está siendo 
investigado o de quien ya ha sido imputado, evento que junto con el análisis y 
ponderación de los resultados de la aplicación de otros medios técnicos dará un 
mapa real de la situación y grado de participación.  
Finalmente ha de manifestarse que si bien la entrega vigilada es de las 
actuaciones que no requieren orden judicial no significa que no deban tener 
control posterior por parte del juez de control de garantías y hasta la práctica de un 
contradictorio por parte de la defensa de los indiciados según lo postulado en la 
sentencia C-025-09 de 27 de enero de 2009, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo 
Escobar Gil, “... siempre que se entienda que cuando el indiciado tenga noticia de 
que en las diligencias practicadas en la etapa de indagación anterior a la 
formulación de la imputación, se está investigando su participación en la comisión 
de un hecho punible, el juez de control de garantías debe autorizarle su 
participación y la de su abogado en la audiencia posterior de control de legalidad 
de tales diligencias, si así lo solicita.”8; esta obligación debe ser cumplida dentro 
del término improrrogable de 36 horas desde el momento mismo de la terminación 
de la entrega vigilada, de lo cual se deberá presenta un informe que dé cuenta de 
la intervención del estado en la ejecución de la misma sin que signifique descubrir 
identidades y procedimientos, pero si resultados, la presentación de elementos 
materiales probatorios y evidencia física incautada, 
 
 
 
 
 
                                                          
8
 República de Colombia, Rama Judicial: Corte Constitucional, Sentencia de constitucionalidad condicionada. 
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1.3.2. Objetivos Específicos 
 
  1.3.2.1 Observar la trayectoria que esta figura ha tenido en Colombia dentro 
de sentencias judiciales en el Centro de Servicios Judiciales de Paloquemao en 
Bogotá durante los años 2005 a 2012. 
 
  1.3.2.2 Analizar las etapas que intervienen o se desarrollan para su aplicación 
e inaplicación en la justicia ordinaria  
 
  1.3.2.3 Establecer caracteres diferenciadores de aplicación e inaplicación de la 
figura en la justicia. 
 
1.4. TIPO DE INVESTIGACIÓN  
El estudio investigativo afrontado dentro de su componente metodológico 
abordara un proceso teórico (analítico y de síntesis)  con consulta bibliográfica, 
acopio de información por medios electrónicos e INTERNET,  con exploración de 
datos a través de la consulta estadística en Centro de Servicios Judiciales de 
Paloquemao en Bogotá y una encuesta de percepción de aplicación de la figura 
por parte de operadores judiciales (Jueces, fiscales e Investigadores tanto de CTI 
como de DIJIN y SIJIN), concluyendo con una etapa evaluativa de la información 
acopiada. 
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2. MARCO TEÓRICO  
 
El estudio se inició con la delimitación del concepto de entrega controlada o 
entrega vigilada que son tomados en algunos estados como idénticos conceptos, 
delimitando para el caso colombiano que se trata de ENTREGAS VIGILADAS 
determinando si ésta es  una norma de orden público o no, y el control que sobre 
ésta figura se debe desplegar. 
- Adicionalmente se estudian las facultades y/o potestades de los funcionarios 
Judiciales en la solicitud, la aprobación y el control posterior 
 
2.1. MARCO HISTÓRICO 
Se delimita desde la discusión de este concepto en los anales de la ley 906. Se 
traen a colación conceptos de la ONU, tratados y convenciones internacionales 
para la creación y  aplicación de la figura en el marco de la lucha internacional 
contra las sustancias farmacodependientes y sus sucedáneos  
Al momento de presentar el proyecto de ley de código penal al Congreso de la 
República, se presentaron como consideraciones que a la postre permitieron la 
incorporación como legislación interna de éste protocolo, normas externas de vieja 
data que faltaban ser desarrolladas en nuestro país, destacándose las acciones 
previstas en el marco normativo internacional y con amplios resultados positivos 
que impelían su implementación en nuestro país a través de la ley 906 de 2004 en 
su artículo 243, y que se relacionan a continuación: 
  
2.1.1. CONVENCIÓN DE VIENA DE 1988 
 Cuando algunos Estados integrantes de la organización de Naciones Unidas 
avizoran que el tráfico de drogas, su erradicación, control y seguimiento es un 
deber mancomunado, deciden elaborar el protocolo que garantizara a todos sus 
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firmantes y adherentes la cooperación mundial en la lucha contra este tipo de 
delincuencia, destacándose la creación e implementación de la figura de las 
entregas controladas, cuyo texto al interior del artículo 11 establece:  
“1. Si lo permiten los principios fundamentales de sus respectivos ordenamientos jurídicos 
internos, las Partes adoptarán las medidas necesarias, dentro de sus posibilidades, para 
que se pueda utilizar de forma adecuada, en el plano internacional, la técnica de entrega 
vigilada, de conformidad con acuerdos o arreglos mutuamente convenidos, con el fin de 
descubrir a las personas implicadas en delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 
del artículo 3º y de entablar acciones legales contra ellas. 
2. Las decisiones de recurrir a la entrega vigilada se adoptarán caso por caso y podrán, 
cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos financieros y los relativos al ejercicio de 
su competencia por las Partes interesadas. 
3. Las remesas ilícitas cuya entrega vigilada se haya acordado podrán, con el 
consentimiento de las Partes interesadas, ser interceptadas y autorizadas a proseguir 
intactas o habiéndose retirado o sustituido total o parcialmente los estupefacientes o 
sustancias sicotrópicas que contengan.” 
 
2.1.2. LEY 67 DE 1993. (Agosto 23)  
Diario Oficial No.41.003, de 24 de Agosto de 1993.Por medio de la cual se 
aprueba la "Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas, suscrita en Viena el 20 de diciembre de 
1988.  
“EL CONGRESO DE COLOMBIA, Visto el texto de la "Convención de las Naciones 
Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas", suscrita en 
Viena el 20 de diciembre de 1988, que a la letra dice: CONVENCIÓN DE LAS NACIONES 
UNIDAS CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DEESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIA 
SICOTRÓPICAS. Aprobada por la Conferencia en su VI Sesión Plenaria, celebrada el 19 de 
diciembre de 1988.” 
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2.1.3. Convención de las naciones unidas contra la delincuencia 
organizada transnacional y el protocolo para prevenir, reprimir y 
sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que 
complementa la convención de las naciones unidas contra la 
delincuencia organizada transnacional, adoptados por la asamblea 
general de las naciones unidas el quince (15) de noviembre de dos 
mil (2000). 
 
… 
i) Por "entrega vigilada" se entenderá la técnica consistente en dejar que remesas ilícitas o 
sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren en él, con el 
conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades competentes, con el fin de investigar 
delitos e identificar a las personas involucradas en la comisión de éstos; 
… 
Artículo 20 
Técnicas especiales de investigación 
1. Siempre que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico 
interno, cada Estado Parte adoptará, dentro de sus posibilidades y en las condiciones 
prescritas por su derecho interno, las medidas que sean necesarias para permitir el 
adecuado recurso a la entrega vigilada y, cuando lo considere apropiado, la utilización de 
otras técnicas especiales de investigación, como la vigilancia electrónica o de otra índole y 
las operaciones encubiertas, por sus autoridades competentes en su territorio con objeto de 
combatir eficazmente la delincuencia organizada. 
2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente Convención, se alienta 
a los Estados Parte a que celebren, cuando proceda, acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales apropiados para utilizar esas técnicas especiales de investigación en el 
contexto de la cooperación en el plano internacional. Esos acuerdos o arreglos se 
concertarán y ejecutarán respetando plenamente el principio de la igualdad soberana de los 
Estados y al ponerlos en práctica se cumplirán estrictamente las condiciones en ellos 
contenidas. 
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3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del presente artículo, 
toda decisión de recurrir a esas técnicas especiales de investigación en el plano 
internacional se adoptará sobre la base de cada caso particular y podrá, cuando sea 
necesario, tener en cuenta los arreglos financieros y los entendimientos relativos al ejercicio 
de jurisdicción por los Estados Parte interesados. 
4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional podrá, con el 
consentimiento de los Estados Parte interesados, incluir la aplicación de métodos tales 
como interceptar los bienes, autorizarlos a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o 
parcialmente. 
 
2.1.4. LEY 800 DE 2003 (marzo 13) Diario Oficial No. 45.131, de 18 de 
marzo de 2003 
Por medio de la cual se aprueban la "Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional" y el "Protocolo para Prevenir, 
Reprimir y sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional", adoptados por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el quince (15) de noviembre de dos mil (2000). 
Las siguientes son las consideraciones del Congreso de la República para el 
debate de inclusión como normatividad interna de dicho convenio dejando en claro 
el auge que ya había ganado el fenómeno de la comercialización de las drogas 
ilícitas y las obligaciones adquiridas a la luz del concierto internacional en su 
persecución:  
… 
“En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 150 
numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de la República de Colombia, 
tenemos el honor de someter a su consideración el proyecto de ley por medio de la cual se 
aprueba la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, 
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Especialmente Mujeres y Niños, que Complementa la Convención de las Naciones Unidas 
Contra la Delincuencia Organizada Transnacional, adoptados por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas el quince (15) de noviembre de dos mil (2000). 
Dado el reconocimiento de que la manera más eficaz de combatir las organizaciones 
delictivas que operan en el ámbito internacional no es asumiendo la responsabilidad de tal 
empresa de manera aislada, el Gobierno Nacional ha entendido que sólo a través de la 
cooperación con otros países con los cuales se permita aunar esfuerzos humanos, 
económicos, tecnológicos y de investigación se podrán desarrollar acciones conjuntas de 
prevención, control y represión de estas poderosas empresas criminales, que desbordan 
con sus actividades delincuenciales las fronteras territoriales de cada país. 
… 
La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 
constituye un gran avance en la lucha frontal contra aquellas organizaciones delictivas que 
más daño causan a la sociedad y a la humanidad, al canalizar los esfuerzos de sus 
miembros, observando al mismo tiempo un estricto respeto por la legislación interna de 
cada uno de los Estados Parte de la Organización de las Naciones Unidas. 
La finalidad de esta Convención guarda armonía y concordancia con la filosofía, valores y 
postulados del Estado Social de Derecho que nos rige, modelo de organización jurídica y 
política consagrado por la Carta Política de 1991, el cual tiene su fundamento en los 
principios de soberanía y de respeto por la autodeterminación de los pueblos1. Igualmente, 
la Convención, inspirada en principios del Derecho Internacional, recoge, entre otros, el 
respeto de la soberanía de cada Estado, la no intervención, la autonomía de los Estados, el 
respeto de los derechos fundamentales, las garantías procesales de todas las personas, la 
promoción de la internacionalización de las relaciones políticas, económicas y sociales, 
teniendo como sustento los principios de equidad, igualdad, reciprocidad y conveniencia 
nacional. 
… 
El crimen avanza con gran rapidez hacia formas más elaboradas, lo que obliga a las 
sociedades afectadas a buscar, sin pausa alguna, los mecanismos pertinentes para 
combatirlo. Es así como, el Derecho Penal debe avanzar y adecuarse a la par de las nuevas 
tendencias de la delincuencia, contando para ello con el concurso de políticas criminales 
coherentes y modernas, enfocadas todas ellas hacia una finalidad común cual es la de 
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restablecer el equilibrio de la concepción roussoniana del contrato social, de tal manera que 
del Estado Social de Derecho que nos rige, puedan los ciudadanos esperar la tutela efectiva 
de los derechos a la vida, la libertad y demás garantías fundamentales. 
… 
Al tener en cuenta nuestra realidad nacional, en los últimos tiempos la delincuencia ha 
presentado en sus actividades ilícitas la característica de actuar dentro de un marco de 
organización, lo cual es posible observar en los grupos dedicados al narcotráfico, la 
subversión, el secuestro y, aún en expresiones que antes se entendían comprendidas 
dentro de la delincuencia común, el hurto de vehículos y la piratería terrestre. 
Ante esta situación, resulta claro que, frente al poder desestabilizador que poseen las 
organizaciones criminales, es necesario que el Estado adopte medidas contundentes y 
eficaces en materia de Política Criminal, que permitan desvertebrar estas empresas y 
colocar a sus integrantes las condignas sanciones, todo lo cual se constituye en una 
herramienta que permitirá aunar esfuerzos y contar con la cooperación de la Comunidad 
Internacional. 
Para el Estado Colombiano, es de gran utilidad e importancia, en el desarrollo de su política 
criminal, contar con los mecanismos que le puede aportar la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, en su lucha contra las poderosas 
organizaciones criminales dedicadas al narcotráfico, las cuales sin respetar frontera alguna 
para realizar sus actividades y valiéndose de sus inmensas fortunas han vulnerado bienes 
jurídicos prevalentes que a la sociedad y al Estado interesa proteger. 
… 
La Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional se constituye en un 
importante y trascendental mecanismo con el cual contaría la Comunidad Internacional para 
enfrentar a las organizaciones criminales transnacionales, ya que las actividades de sus 
integrantes no quedarían impunes, por cuanto no encontrarían refugio en país alguno y las 
inmensas fortunas producto de sus delitos podrían ser rastreadas y decomisadas con mayor 
facilidad. 
En este Instrumento se contemplan las diversas formas de la delincuencia organizada que 
actúa a nivel transnacional y se prescriben medidas eficaces para combatirla, como la 
extradición de delincuentes cuando no existan tratados al respecto, y medidas para la 
prevención de la delincuencia transnacional organizada, como el intercambio de información 
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entre los Estados sobre las diversas formas de delincuencia, con lo cual se evita que las 
actividades delictivas transnacionales eludan los controles legales, explotando las 
limitaciones de las legislaciones nacionales.” 
 
2.1.5. CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA 
CORRUPCIÓN, 2003 
“Art. 2º, A los efectos de la presente Convención:  
… 
i) Por “entrega vigilada” se entenderá la técnica consistente en permitir que remesas ilícitas 
o sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren en él, con 
el conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades competentes, con el fin de 
investigar un delito e identificar a las personas involucradas en su comisión. 
… 
Artículo 50  
Técnicas especiales de investigación  
 1. A fin de combatir eficazmente la corrupción, cada Estado Parte, en la medida en que lo 
permitan los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno y conforme a las 
condiciones prescritas por su derecho interno, adoptará las medidas que sean necesarias, 
dentro de sus posibilidades, para prever el adecuado recurso, por sus autoridades 
competentes en su territorio, a la entrega vigilada y, cuando lo considere apropiado, a otras 
técnicas especiales de investigación como la vigilancia electrónica o de otra índole y las 
operaciones encubiertas, así como para permitir la admisibilidad de las pruebas derivadas 
de esas técnicas en sus tribunales.  
 2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente Convención, se 
alienta a los Estados Parte a que celebren, cuando proceda, acuerdos o arreglos bilaterales 
o multilaterales apropiados para utilizar esas técnicas especiales de investigación en el 
contexto de la cooperación en el plano internacional. Esos acuerdos o arreglos se 
concertarán y ejecutarán respetando plenamente el principio de la igualdad soberana de los 
Estados y al ponerlos en práctica se cumplirán estrictamente las condiciones en ellos 
contenidas.  
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 3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del presente artículo, 
toda decisión de recurrir a esas técnicas especiales de investigación en el plano 
internacional se adoptará sobre la base de cada caso particular y podrá, cuando sea 
necesario, tener en cuenta los arreglos financieros y los entendimientos relativos al ejercicio 
de jurisdicción por los Estados Parte interesados.  
 4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional podrá, con el 
consentimiento de los Estados Parte interesados, incluir la aplicación de métodos tales 
como interceptar los bienes o los fondos, autorizarlos a proseguir intactos o retirarlos o 
sustituirlos total o parcialmente.”  
 
2.1.6. LEY 906 DE 2004. ARTÍCULO 243. ENTREGA VIGILADA.  
“El fiscal que tuviere motivos razonablemente fundados, de acuerdo con los medios 
cognoscitivos previstos en este código, para creer que el indiciado o el imputado dirige, o de 
cualquier forma interviene en el transporte de armas, explosivos, municiones, moneda 
falsificada, drogas que producen dependencia o también cuando sea informado por agente 
encubierto o de confianza de la existencia de una actividad criminal continua, previa 
autorización del Director Nacional o Seccional de Fiscalías, podrá ordenar la realización de 
entregas vigiladas de objetos cuya posesión, transporte, enajenación, compra, alquiler o 
simple tenencia se encuentre prohibida. A estos efectos se entiende como entrega vigilada 
el dejar que la mercancía se transporte en el territorio nacional o salga de él, bajo la 
vigilancia de una red de agentes de policía judicial especialmente entrenados y adiestrados. 
En estos eventos, está prohibido al agente encubierto sembrar la idea de la comisión del 
delito en el indiciado o imputado. Así, sólo está facultado para entregar por sí, o por 
interpuesta persona, o facilitar la entrega del objeto de la transacción ilegal, a instancia o por 
iniciativa del indiciado o imputado. 
De la misma forma, el fiscal facultará a la policía judicial para la realización de vigilancia 
especial, cuando se trate de operaciones cuyo origen provenga del exterior y en desarrollo 
de lo dispuesto en el capítulo relativo a la cooperación judicial internacional. 
Durante el procedimiento de entrega vigilada se utilizará, si fuere posible, los medios 
técnicos idóneos que permitan establecer la intervención del indiciado o del imputado. 
En todo caso, una vez concluida la entrega vigilada, los resultados de la misma y, en 
especial, los elementos materiales probatorios y evidencia física, deberán ser objeto de 
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revisión por parte del juez de control de garantías, lo cual cumplirá dentro de las treinta y 
seis (36) horas siguientes con el fin de establecer su legalidad formal y material.” 
 
2.1.7. LEY 970 DE 2005 (julio 13) 
Diario Oficial No. 45.970 de 15 de julio de 2005. Por medio de la cual se aprueba 
la "Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción", adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, en Nueva York, el 31 de octubre de 2003. 
 
2.1.8. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA.  
Artículo 9 (Las relaciones exteriores del Estado se fundamentan en la soberanía nacional, 
en el respeto a la autodeterminación de los pueblos y en el reconocimiento de los principios 
del derecho internacional aceptados por Colombia. 
De igual manera, la política exterior de Colombia se orientará hacia la integración 
Latinoamericana y del Caribe) 
Artículo 15 (Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su 
buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen 
derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre 
ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. En la recolección, 
tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás garantías consagradas 
en la Constitución.  La correspondencia y demás formas de comunicación privada son 
inviolables. Sólo pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los 
casos y con las formalidades que establezca la ley. Para efectos tributarios o judiciales y 
para los casos de inspección, vigilancia e intervención del Estado podrá exigirse la 
presentación de libros de contabilidad y demás documentos privados, en los términos que 
señale la ley.) 
Articulo 250 (<Artículo modificado por el artículo 2 del Acto Legislativo No. 3 de 2002. El 
nuevo texto es el siguiente:> La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el 
ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las 
características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición 
especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias 
fácticas que indiquen la posible existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, 
suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que 
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establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco 
de la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del 
juez que ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos 
por Miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias 
que aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la 
prueba y la protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el 
juez de conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente 
capturas; igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos 
casos el juez que cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro 
de las treinta y seis (36) horas siguientes. 
2. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e 
interceptaciones de comunicaciones. En estos eventos el juez que ejerza las funciones de 
control de garantías efectuará el control posterior respectivo, a más tardar dentro de las 
treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez. 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia 
mientras se ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que 
impliquen afectación de derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva 
autorización por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías para poder 
proceder a ello. 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un 
juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas 
las garantías. 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según 
lo dispuesto en la ley no hubiere mérito para acusar. 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia 
a las víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación 
integral a los afectados con el delito. 
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7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en 
el proceso penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el 
proceso penal y los mecanismos de justicia restaurativa. 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la 
Policía Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General o sus delegados 
deberán suministrar, por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos 
probatorios e informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al 
procesado. 
PARÁGRAFO 1º. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el 
nuevo sistema de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones 
contempladas en el artículo 277 de la Constitución Nacional. 
PARÁGRAFO 2º. <Parágrafo corregido por el artículo 1 del Decreto 379 de 2012. El nuevo 
texto es el siguiente:> Atendiendo la naturaleza del bien jurídico o la menor lesividad de la 
conducta punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a 
otras autoridades distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía 
General de la Nación podrá actuar en forma preferente). 
 
2.2. MARCO JURIDICO  
En la monografía se estudia  la necesidad de aplicación de ésta figura como 
medio de encontrar la justicia, los verdaderos implicados y la desarticulación de 
organizaciones criminales, teniendo en cuenta el actual anteproyecto del estatuto 
de drogas que impulsa el Ministerio de Justicia y del Derecho.  
Para un correcto entendimiento y  aplicación de la figura se hace énfasis en la 
prohibición que plantea el artículo 243 del Código de Procedimiento Penal, (está 
prohibido al agente encubierto sembrar la idea de la comisión del delito en el 
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indiciado o imputado), donde se consagran causales de aplicación de éste 
mecanismo y los controles en los que está inmerso, previos y posteriores a su 
ejecución.  
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3. CONTEXTUALIZACIÓN.  
 
El tema un tanto novedoso y de poco desarrollo doctrinal y jurisprudencial en 
Colombia, ha ido tomando auge a nivel latinoamericano y ha sido desarrollado 
tanto a nivel sustantivo como adjetivo dentro de los ordenamientos legales, según 
convenga a cada institucionalidad en su respectivo estado, por lo menos así lo 
explica el tratadista Dr. Víctor Roberto Prado Saldarriaga Catedrático de Derecho 
Penal Vocal Superior Titular de Lima, en su artículo LA ENTREGA VIGILADA: 
ORIGENES Y DESARROLLOS: 
“El citado acuerdo internacional reconoce varias modalidades de operaciones encubiertas 
entre las que destacan las siguientes: 
a) La entrega vigilada 
b) El uso de agentes encubiertos 
c) La vigilancia electrónica 
Sin embargo, la internacionalización eficiente de los procedimientos encubiertos no se agota 
sólo en posibilidades de armonización legislativa como demandan los instrumentos 
internacionales de la materia, sino que ella requiere también de una oportuna coordinación 
para la intervención oportuna y eficaz de los equipos nacionales o multinacionales que se 
vincules con sus acciones operativas. En ese sentido, pues, resulta indispensable la 
configuración de nuevos espacios de interacción más directos, dinámicos y discretos para la 
utilización de tales técnicas especiales de cooperación judicial internacional en materia 
penal. 
Es positivo entonces que en coherencia con los convenios internacionales y los 
requerimientos señalados, en la actualidad el derecho interno de los Estados sea bastante 
receptivo a la regulación y aplicación adecuadas de los procedimientos (sic) de entrega 
vigilada, agentes encubiertos o vigilancia electrónica. En coherencia con ello hoy podemos 
constatar que la gran mayoría de Estados americanos y europeos han introducido en su 
legislación normas al respecto. Sin embargo, como suele ocurrir, la técnica legislativa 
elegida no ha sido del todo uniforme. Es así que algunos países han incluido tales 
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procedimientos. De investigación en leyes especiales contra el tráfico ilícito de drogas 
obviando su utilización para otros delitos. Ese ha sido el caso de la legislación argentina 
(Cfr. Ley 24.424 del 2 de enero de 1995, artículos 5º a 11º) y en un primer momento de la 
legislación peruana (Cfr. Decreto Legislativo 824 del 23 de abril de 1996, artículos 28º a 
30º)
9
” 
En España puerta de entrada a Europa no sólo de pasajeros sino de 
mercancías, y con ambos de productos o sustancias ilegales, se ha desarrollado 
profusamente la figura de entrega vigila dándole una importancia tal que se erige 
como uno de los métodos o modelos de investigación  con más logros operativos 
destacándose la cooperación de la Comunidad Europea, en concordancia con el 
planteamiento se trae como ejemplo, entre otros dados y encontrados en la 
internet, lo expresado por la tratadista MARTA DEL POZO PÉREZ Doctora en 
Derecho, profesora ayudante en el Área de Derecho Procesal de la Universidad de 
Salamanca, profesora de Derecho Procesal Penal del Centro de Formación de la 
Policía de Ávila, en un artículo en internet denominado “LA ENTREGA  VIGILADA 
COMO MEDIO DE INVESTIGACIÓN DE LA DELINCUENCIA ORGANIZADA EN 
LA LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL ESPAÑOLA”, donde manifiesta: 
 
“1. DELIMITACIÓN CONCEPTUAL DE LA FIGURA 
Son cada vez más frecuentes las remisiones de droga a territorio español desde otros 
países, con amparo en el derecho al secreto de las comunicaciones y a la intimidad que 
protege las cartas y paquetes postales en nuestro ordenamiento jurídico. 
Con frecuencia, esta técnica es utilizada por organizaciones delincuenciales, siendo 
recogido el envío por una persona que tiene una posición en el peldaño inferior de la 
estructura criminal, o bien, incluso, independiente de ella, a la que se contrata a los solos 
efectos de retirarlo. Lo interesante, en este caso, para el proceso penal no es detener al 
encargado de la recogida, sino observar cómo actúa tras esta y a qué lugar se dirige 
                                                          
9  Prado Saldarriaga, Víctor Roberto Catedrático de Derecho Penal Vocal Superior Titular de Lima, LA ENTREGA VIGILADA: ORIGENES Y 
DESARROLLOS Artículo en internet ENTREGAS VIGILADAS a_20080526_ : Característica común de las operaciones encubiertas es su condición 
reservada y su actitud flexible frente a supuestos de evidente flagrancia delictiva. Esto último, sin embargo, es una necesidad y una justificada 
consecuencia de la finalidad informativa que persiguen estos procedimientos. En efecto, la utilidad del empleo de la entrega vigilada, de los agentes 
encubiertos o de la vigilancia electrónica radica en proveer información sobre la ruta, procedencia y destino de las operaciones ilícitas de traslado o 
tránsito de especies prohibidas; así como de aquella que permitirá identificar la composición, estructura, recursos y actividades de las organizaciones 
criminales 
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la remesa; de este modo, el Estado dejará circular el paquete hasta que averigüe la 
mayor cantidad de datos útiles relacionados con la estructura delictiva. Sin embargo, 
esta opción debe llevarse a cabo protegiendo la remesa de cerca, a través de una 
vigilancia discreta para evitar que desaparezca. (Subraya y negrilla fuera del texto 
original) 
La utilización de la técnica de la entrega vigilada debe funcionar creando un perfecto 
equilibrio entre la permisividad de circulación de la remesa, el riesgo de extravío de la 
sustancia, y el interés estatal. El interés está dirigido, por un lado, a aprehender la droga 
evitando su distribución entre los consumidores, y por otro, en el descubrimiento de los 
detalles de la estructura delictiva. 
Las condiciones para poder llevarla a cabo son muy estrictas, teniendo en cuenta el 
significado de esta técnica de investigación y los resultados que pueden derivarse en caso 
de fallo de la vigilancia de las mercancías y de quienes las acompañan. En la práctica, debe 
prestarse una garantía de vigilancia permanente del transporte y de que se hará todo lo 
posible para seguir la pista de los responsables y hacer que comparezcan ante la justicia. El 
solicitante de la diligencia se comprometerá a incautarse de la sustancia objeto de la 
entrega vigilada y a arrestar a los implicados, en especial cuando exista el riesgo de que la 
misma pueda ser robada o tenga el peligro de una desaparición inminente en algún 
momento de la operación. 
La entrega vigilada se define y regula (En los países de la UE existe regulación expresa en 
Francia, Alemania, Italia y Portugal y por aplicación de la Convención de Viena y Convenio 
Schengen se utiliza la citada técnica en Bélgica y Suiza.), a nuestro juicio de manera escasa 
e insuficiente, en el art. 263 bis de la Lecrim (ley de enjuiciamiento criminal), que indica lo 
siguiente: Técnica consistente en permitir que remesas ilícitas o sospechosas de drogas, 
sustancias psicotrópicas, u otras sustancias prohibidas, o sustancias por las que se hayan 
sustituido las anteriormente mencionadas, así como los bienes y ganancias procedentes de 
actividad delictiva de los artículos 301 a 304 y 368 a 373 del Código Penal circulen por 
territorio español o salgan o entren de él sin interferencia obstativa(sic) de la autoridad o sus 
agentes y bajo su vigilancia, con el fin de descubrir o identificar a las personas involucradas 
en la comisión de algún delito relativo a dichas drogas o sustancias, equipos, materiales, 
bienes y ganancias así como prestar auxilio a autoridades extranjeras con esos mismos 
fines. 
- 44 - 
 
Por tanto, el conocimiento de la existencia del delito es previo. La técnica se utiliza para 
conocer todos los datos posibles en relación al mismo. Una vez comprobada la ilicitud del 
contenido del envío se permite, con determinados requisitos, su circulación con el fin de 
obtener los mayores datos posibles de la red delincuencial, todo ello bajo un mecanismo de 
estricta vigilancia. De este modo, se produce un retraso en el deber vigente para todo 
ciudadano de denunciar de modo inmediato toda conducta delictiva de la que tenga noticia, 
así como en la obligación que toda autoridad tiene de proceder de manera inmediata a la 
comprobación y averiguación del hecho denunciado. Es decir, en este supuesto, a pesar de 
que el artículo que acabamos de citar equipara remesa ilícita a sospechosa de serlo, este 
extremo ha de estar acreditado; es un presupuesto necesario, el delito es conocido; no se 
pretende averiguar un delito, de cuya existencia no se tiene duda, sino la búsqueda de 
pruebas y datos, así como la averiguación de sus partícipes. 
Es evidente que la entrega vigilada no es detención, observación, ni intervención de la 
correspondencia; ni tampoco una labor policial de seguimiento (Gómez de Liaño, 2004:277-
278 y 286-287). Es una diligencia de investigación diferente, alternativa y complementaria a 
ambas. Lo que la distingue de la primera de ellas es que, en nuestro caso, no se va a 
detener el curso del envío sospechoso, para proceder a su apertura y comprobar que en 
efecto portaba una sustancia o elemento ilícito, sino todo lo contrario, una vez constatada, a 
continuación veremos cómo, la ilegalidad del contenido de una remesa, se deja circular 
evitando una intervención inmediata. Hay que reiterar que el conocimiento previo de la 
ilegalidad de la remesa es un presupuesto necesario para la activación de esta técnica 
(Gimeno Sendra, 2000: 178). La distinción con la segunda es que en el supuesto del 
seguimiento policial se pretende constatar una inicial sospecha de un hecho delictivo que 
conllevará, en su caso, la detención de sus responsables. Por tanto, será necesario que la 
Policía compruebe de manera fehaciente que el contenido del envío es ilícito
10
.  
La cuestión será ¿cómo hacerlo?
11
 
Es evidente que se hace necesario distinguir si nos encontramos o no ante un envío 
sometido a la protección constitucional del derecho al secreto de las comunicaciones. Si nos 
                                                          
10 MARTA DEL POZO PÉREZ Pensamiento Jurídico. Bogotá (Colombia) No. 21, Enero - Abril de 2008 
 
11 “El conocimiento de que el envío se está produciendo y es ilícito podrá derivar de investigaciones previas que se estén llevando a cabo, obteniendo 
los datos de un confidente, una gente encubierto, una diligencia de entrada y registro o de una intervención de las comunicaciones. Cosa distinta será 
que el servicio de correos o las empresas de transporte privado puedan entregar a las fuerzas y cuerpos de seguridad, listados de envíos sin 
autorización judicial. Es evidente que por aplicación de la doctrina del Tribunal Constitucional, acogiendo la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, sobre todo en el caso Malone, el derecho al secreto de las comunicaciones incluye el conocimiento de la propia existencia de la carta o 
paquete postal, lo que implica una autorización judicial previa para obtener dichas listas. La captura de los llamados “datos externos” al contenido de la 
comunicación tiene la naturaleza de verdadera y propia interceptación. LA ENTREGA VIGILADA COMO MEDIO DE INVESTIGACIÓN DE LA 
DELINCUENCIA 163 Pensamiento Jurídico. Bogotá (Colombia) No. 21, Enero - Abril de 2008” 
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encontramos con la garantía protectora del secreto de la correspondencia, dicha 
comprobación deberá llevarse a cabo sin apertura de la misma, puesto que para esta, entre 
otros requisitos se exige la intervención judicial. Serán los supuestos de: Cartas y tarjetas 
postales. Con ello nos referimos, no solo a cartas sino también a cualquier tipo de 
correspondencia postal (en este sentido: Soto Nieto, F., 1996: 16).Paquetes postales sin 
etiqueta verde. En este supuesto nos referimos al paquete postal cerrado que pueda 
contener mensajes o cuestiones de carácter íntimo o personal. Cualquier envío que pueda 
llevarse a cabo tanto a través del Servicio Público de Correos y Telégrafos como por medio 
de entidades de transporte o mensajería de naturaleza privada. Por tanto, en estos casos 
habrá que acudir a narcotest, rayos x (SSTS de 2 de noviembre y 27 de diciembre de 1999), 
perros policías, etc. (ver la STS de 5 de febrero de1997, sobre la utilización de un pequeño 
taladro), que permitan confirmar la ilicitud delo contenido en el envío sin lesionar el citado 
derecho fundamental. 
Si el envío no está sometido al secreto de las comunicaciones se podrá proceder a su 
apertura para constatar que porta una sustancia ilícita, sin necesidad de autorización 
judicial. Serán los supuestos de: 
a. Objetos abiertos. 
b. Objetos cuyo mero examen exterior permita deducir la naturaleza de lo que contienen, 
alejada de la comunicación 
c. Equipaje en marco de medios de transporte: maletas, bolsas de viaje, mochilas, 
neceseres. Pueden ser sometidos al control policial en sus funciones de prevención y 
averiguación de delitos en trenes, autobuses y aviones. 
d. Paquetes postales con etiqueta verde: en estos casos se ha aceptado de ante mano la 
posibilidad de apertura para control del contenido, con lo cual se produce una renuncia 
expresa al posible derecho al secreto del contenido del paquete.” 
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4. SITUACIÓN ACTUAL EN COLOMBIA. 
 
4.1. NORMATIVIDAD DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  
Ya creada la figura de la entrega vigilada en el ordenamiento interno, había la 
necesidad de poder tener en concreto las acciones que hicieran efectiva su 
aplicación y la verificación de sus resultados en diligencias judiciales, es así como 
para el año 2006 se expide la resolución 2450 “por medio de la cual se fijan 
parámetros de actuación para la realización de diligencias de entrega 
vigilada y/o controlada de que trata el artículo 243 de la Ley 906 de 2004”, de 
la cual se extraen los siguientes aportes: 
 
Definición: 1. Entrega vigilada: Por entrega vigilada se entiende, la técnica especial de 
investigación mediante la cual las autoridades permiten el tránsito de una remesa ilícita de 
un sitio a otro, al interior del país, o su salida o ingreso, siempre y cuando sobre la misma se 
ejerza un control y vigilancia permanente con el fin de obtener medios de prueba o 
evidencia física o información para los fines de la investigación penal. 
Para los efectos de esta reglamentación, los términos entrega vigilada y entrega controlada 
tendrán un mismo significado y podrán ser utilizados indistintamente. Las operaciones 
propias de este procedimiento se adelantarán de conformidad a lo establecido en el 
ordenamiento jurídico interno, en consonancia con los instrumentos internacionales vigentes 
para Colombia. 
De acuerdo al texto se hace expresa mención de la “posible diferenciación” que 
exista entre entrega vigilada y entrega controlada, de donde la primera presupone 
el seguimiento sin intervención de agente o de autoridad y la segunda es la real 
intervención y “acompañamiento” del alijo desde su preparación y hasta su 
entrega o disposición final donde se podía constatar quien era el cómplice 
destinatario, la ruta, medios de transporte, intermediarios y demás informaciones 
que permitan descubrir las actividades delictivas al interior del grupo u 
organización perpetradora. 
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El tratadista y docente universitario Camilo Sampedro Arrubla ha manifestado 
que existen variante o modalidades de entregas vigiladas; y se anota a manera de 
complemento que bien pudieran ser consideradas vía jurisprudencial para ser 
desarrolladas en Colombia y ampliar el espectro del accionar del Estado en la 
lucha contra la criminalidad, esto ha dicho el doctrinante: 
  
“Así las cosas, tendríamos tres modalidades de entrega vigilada: la primera, una especie de 
“dejar hacer, dejar pasar” bajo vigilancia, que en mi concepto constituye la verdadera 
entrega vigilada; una segunda modalidad que se da con la participación de agentes 
estatales es lo que los franceses llamarían la entrega controlada”, pero que obedece a la 
idea del imputado o indiciado, y el agente sólo obra como encubierto, no como director de la 
entrega; y la tercera es la utilización del encubierto como aquel que entrega directamente la 
mercancía para descubrir a quien la recibe, caso en el cual, en nuestro concepto, se está en 
presencia de un típico entrampamiento por lo que no es viable la interpretación de la norma 
en tal sentido. 
Entonces, sólo se estaría en presencia de una entrega vigilada en los casos en que el 
agente vigila desde afuera o desde adentro de la organización que hace la entrega. En 
cualquier caso, en nuestro concepto, hay una participación activa aun cuando sea por la 
omisión de frustrarla teniendo el deber de hacerlo.”
12
 
En idéntico sentido el tratadista español DELGADO MARTIN, JOAQUIN, en su 
artículo LA ENTREGA VIGILADA DE DROGA U OTRO ELEMENTO ILÍCITO, LA 
LEY 2000-5, publicado en la internet, esboza unas diferenciaciones que permiten 
establecer con mayor rigurosidad que tipo de acción se puede desarrollar al 
interior de la figura procesal, sin que con ellas y como ya se dijo previamente se 
pueda entender como un entrampamiento o una presunta vulneración de derechos 
fundamentales:  
 
“III. Modalidades 
Como modalidades más destacables de la entrega vigilada vamos a destacar las siguientes: 
la positiva o activa, la que se realiza con sustitución de la sustancia ilícita por otra inocua; y 
la internacional, esto es, aquella en la que participan varios Estados. 
                                                          
12 SAMPEDRO ARRUBLA, Camilo. La Entrega Vigilada. Revista Universidad Externado No.56  Pág. 83 
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I. Entrega vigilada positiva o activa 
Por tal se entiende aquella en la que la sustancia o elemento ilícito es puesto en circulación 
por el propio Estado a través de la policía. Pese a que se trate de una técnica que puede 
resultar eficaz en la investigación de los delitos cometidos por una organización criminal, lo 
cierto y la verdad es que la misma  no cabe dentro de los términos del art. 263 bis de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, por lo que la entrega vigilada contemplada por este precepto 
solamente abarca aquellos supuestos en los cuales aquel elemento ilícito ha sido remitido 
por una persona ajena a la estructura estatal a otro destinatario, limitándose la policía a 
permitir su circulación estableciendo la correspondiente vigilancia, con la sola posibilidad de 
sustituir su contenido por otro inocuo.  
 
 
2. Modalidad con sustitución de la sustancia o elemento ilícito 
Como quiera que la entrega vigilada supone la concurrencia de ciertos riesgos de pérdida 
del control de la sustancia ilícita contenida en la remesa, el propio art. 263 bis de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal contempla la posibilidad de que la operación se realice con su 
sustitución por otra inocua. De esta forma, y como acertadamente recuerda Vega Torres, la 
sustitución no es un elemento esencial de la entrega vigilada, sino que es una mera 
posibilidad que podrá utilizarse ponderando los riesgos de pérdida de la sustancia si la 
operación fracasa.  
 
En todo Caso, si se opta por la sustitución, resulta necesaria la apertura del paquete postal 
o elemento que contenga la sustancia ilícita. Para la práctica de esta diligencia, son 
simplemente aplicables las normas de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que la regulen… 
 
3. Entrega vigilada internacional 
A) Delimitación conceptual 
La entrega vigilada internacional se produce cuando en la operación se ven implicados los 
poderes punitivos de varios Estados, modalidad ésta que cada vez es más frecuente por el 
fenómeno de la transnacionalización del crimen organizado, favorecida por el proceso de 
liberalización del comercio a nivel mundial, así como por el explosivo desarrollo de las 
comunicaciones, especialmente en el ámbito de la Unión Europea. 
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La práctica de la entrega <<en el plano internacional, se adecuará a lo dispuesto en los 
tratados internacionales>> (último inciso del párrafo 1.º del art. 263 bis.3 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal). … 
 
En estos supuestos, la finalidad de la entrega vigilada puede ser doble; en primer lugar, en 
relación con una investigación que esté realizando la policía española, <<descubrir o 
identificar a las personas involucradas en la comisión de algún delito relativo a dichas 
drogas, sustancias equipos, materiales, bienes y ganancias>>; en segundo lugar, y referida 
a una investigación que esté llevando a cabo la policía de otro Estado, <<prestar auxilio a 
autoridades con los mismos fines>> 
 
En este ámbito, los principales problemas que se plantean surgen en la determinación de la 
legislación aplicable cuando la apertura del paquete tiene lugar fuera de España; y la 
concreción de la jurisdicción competente para el enjuiciamiento del delito. 
 
B) Legislación aplicable a la apertura del paquete, que tiene lugar fuera de España.  
Como se ha visto anteriormente, una operación de entrega vigilada puede afectar al 
territorio y autoridades de varios Estados, lo que origina el problema de la apertura del 
paquete postal fuera de España, en un Estado de origen o de tránsito. Además, téngase en 
cuenta que España suele ser país de tránsito de la droga proveniente del Magreb, o de 
América Latina, con destino a otro Estado europeo. 
 
En estos casos, y ante la ausencia de una norma expresa en el ordenamiento español, 
resulta aplicable el principio de territorialidad de las leyes procesales…, es decir, la apertura 
de un paquete postal en el extranjero debe someterse a la legislación del Estado en que se 
abrió. Afirmación está que resulta compatible con lo dispuesto en el art. 73.3 del Convenio 
de Aplicación del Acuerdo de Schengen, de 19 de junio de 1990 según el cual <<cada parte 
contratante conservará la dirección y el control de las actuaciones en su territorio y estará 
autorizada a intervenir>>. 
 
 
C) Jurisdicción competente.  
a) Poder punitivo propio. 
 Los Tribunales de cada uno de los Estados en los que ha tenido lugar la infracción penal, o 
donde se ha producido alguna de las acciones integrantes de la operación delictiva (en 
aquellos supuestos en los que se trate de un delito de mera actividad), tendrán jurisdicción 
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para el enjuiciamiento. Así las cosas, serán los Tribunales del Estado en los que se haya 
producido la detención de cada uno de los responsables quienes enjuiciaran su acción, y 
ellos por cuanto ese detenido ha quedado sometido al poder punitivo propio del Estado; es 
decir, ese Estado tiene legitimación o facultad, frente al delincuente y frente a los demás 
Estados, de ejercer la coacción jurídica mediante el Derecho Penal en relación con la acción 
cometida por ese detenido; corresponde a cada Estado soberano trazar los límites del 
propio poder punitivo, a través de propio Derecho Interno. 
 
b) Extradición y principio ne bis in ídem. La entrega vigilada internacional puede suponer 
una dejación de soberanía. 
Una vez que dicho detenido haya sido juzgado en un Estado, no podrá ser extraditado a 
otro ni juzgado de nuevo por sus Tribunales por los mismos hechos, porque lo impide el 
principio ne bis in ídem. Este principio está reconocido por todos los Estados de Derecho, y 
su aplicación resulta relativamente sencilla de controlar a nivel interno, esto es, entre dos 
resoluciones dictadas por Autoridades del mismo Estado. Sin embargo,  cada vez es mayor 
el número de supuestos en los que un Estado extiende su jurisdicción a delitos cometidos 
total o parcialmente fuera de su territorio, con lo que se aumenta considerablemente el 
riesgo de doble sanción por los mismos hechos, es decir, de infracción del principio ne bis in 
ídem; cada Estado es plenamente soberano para ejercitar su Derecho penal frente a los 
sujetos que estén sometidos a su poder punitivo propio, con las únicas limitaciones 
contenidas en los convenios internacionales que voluntariamente suscriba.  
 
De esta forma, existen riesgos de infracción del principio ne bis in ídem aquellos supuestos 
en los cuales no existe un convenio internacional que lo reconozca; y, aun cuando exista, 
concurrirán graves problemas en los supuestos de delincuencia  organizada, especialmente 
en lo relacionado con la determinación de qué constituye un ídem a propósito del crimen 
organizado, y qué relevancia tienen en este contexto los acuerdos con criminales y los 
arreglos extrajudiciales, frecuentes en el Derecho  estadounidense. 
 
Desde la anterior perspectiva, la regulación de la entrega vigilada puede suponer una 
dejación de soberanía por parte del Estado, con renuncia al ejercicio del poder punitivo 
propio a través de sus tribunales (jurisdicción), especialmente en aquellos supuestos en los 
cuales ese Estado es de mero tránsito de la sustancia o elemento objeto del delito. 
… 
d) Sobre la transmisión de procedimientos  
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Y también puede existir una renuncia al ejercicio del poder punitivo en aquellos supuestos 
en los cuales el Estado cede su jurisdicción por aplicación de los convenios internacionales 
que resulten vinculantes. Así ocurre en el supuesto transmisión del procedimiento penal, es 
decir, la renuncia por parte de un Estado a la perse3cución penal del sospechoso de un 
delito para que sean los Tribunales de otro Estado los que instruyan el procedimiento penal 
y en su día juzguen y ejecuten lo juzgado.  
 
Desde el punto de vista del Derecho interno español, el art.65.3º de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial dispone que << la Sala de lo Penal de la audiencia Nacional conocerá de las 
cuestiones de cesión de jurisdicción en materia penal derivadas del cumplimiento de los 
tratados internacionales de los que España sea parte>>. A estos efectos, España ha 
suscrito el Convenio Europeo sobre transmisión de procedimientos en materia penal, hecho 
en Estrasburgo el 15 de mayo de 1972”
13
  
 
Luego de la definición como elemento iniciador de las acciones tendientes al 
procedimiento de entregas vigiladas, la resolución 0-2450 de 2006 (FGN) se 
encarga de dar los lineamientos básicos para la concreción de éstas entregas, 
bajo la potestad de las autoridades nacionales: 
 
“Entregas vigiladas a cargo de autoridades judiciales colombianas. El Fiscal, que de 
acuerdo con las exigencias del Código de Procedimiento Penal, considere útil para la 
indagación o investigación, la realización de una operación de entrega vigilada, requerirá la 
autorización para dicho procedimiento al Director Nacional o Seccional de Fiscalías 
correspondiente,” 
En éste caso es de vital relevancia que ésta autorización contenga unos 
requisitos mínimos, a saber:  
a) Una breve exposición de los motivos fundados, por los que cree necesaria la 
realización de la entrega vigilada, de acuerdo con las reglas de valoración dadas 
por la ley colombiana; 
                                                          
13
 http://www.eficaciapolicial.es/pdf/entregavigilidadedroga.pdf. DELGADO MARTIN, JOAQUIN13, La Entrega Vigilada de Droga U Otro Elemento Ilícito, 
LA LEY 2000-5 
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b) Indicación precisa de la autoridad de policía judicial que puso en 
conocimiento del despacho la existencia de la remesa ilícita; 
c) Descripción y condiciones de la remesa, indicando de ser posible su calidad, 
cantidad, peso entre otras especificaciones que la individualicen; 
d) Tipo de procedimiento de vigilancia y entrega de la misma. 
e) Constancia de autorización, para el paso de la remesa ilícita por otros 
Estados, en donde se indique el nombre de las autoridades o funcionarios 
responsables; 
f) Información sobre la identificación del funcionario o funcionarios de policía 
judicial que realizarán la vigilancia y constancia de su designación por parte del 
jefe del grupo de policía judicial, a cargo de la operación; 
g) En los casos en donde por razones de la misma investigación, la remesa 
deba vigilarse por parte de un particular, se procederá de la misma manera que en 
el literal f) de este artículo; exceptuándose de ello, el delito de tráfico de 
estupefacientes; 
h) En los casos en donde no se pueda determinar con precisión la fecha exacta 
en que se realizará la entrega vigilada, se deberá indicar claramente al Director 
Nacional o Seccional de Fiscalías, según sea el caso, en qué forma se rendirán 
los respectivos informes, tendientes a evitar la pérdida de la remesa ilícita y a 
garantizar en lo posible el éxito de la operación; 
i) En los eventos en que se tenga expectativa sobre la posibilidad de realizar 
diferentes entregas vigiladas correspondientes a la indagación o investigación que 
se adelanta en contra de una misma organización delictiva, se fundamentará tal 
necesidad, indicando claramente la época y las características del procedimiento, 
a efecto de evitar la pérdida de la remesa ilícita y el éxito de la operación. 
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Extendida la autorización por parte del Director Nacional o Seccional de 
Fiscalías, según sea el caso, el Fiscal a cargo de la indagación o investigación, 
informará de manera inmediata al Jefe de Policía Judicial, para dar inicio a la 
operación de entrega vigilada. 
Concluida la operación de entrega vigilada, se rendirá informe pormenorizado al 
Director Nacional o Seccional de Fiscalías que autorizó la operación, sobre los 
resultados arrojados por la operación, luego de la audiencia de control de 
legalidad por parte del juez de control de garantías. Así mismo, se remitirá copia 
de dicho informe al Jefe de la Unidad de Fiscalía respectiva. 
De lo anterior se infiere que se trata de una actuación especial, que no 
exclusiva, para combatir el flagelo del tráfico de drogas la cual debe estar 
debidamente sustentada y documentada, pues la falta de previsión en cada uno 
de los pasos da como resultado una posible vulneración de derechos 
fundamentales mencionando a título de ejemplo la vulneración al debido proceso, 
la afectación del principio de la buena fe, posibilitando en materia procedimental la 
solicitud o declaratoria de nulidad de lo actuado e incluso de la misma acusación 
contra los indiciados o imputados.  
A continuación se trae como ejemplo, un modelo de providencia adoptada por la 
Fiscalía General de la Nación, que ordena una entrega vigilada, previa 
consideración de los requisitos mínimos: 
 
UNIDAD NACIONAL DE ANTINARCÓTICOS E INTERDICCIÓN MARITIMA 
DESPACHO ---------- 
 
SPOA No.0000000000000000000 
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Bogotá D. C.,  Fecha (DD/MM/AA) 
 
El artículo 484 del Código de Procedimiento Penal Colombiano, en tratándose de relaciones 
con autoridades extranjeras, en materia probatoria establece se dispondrá lo pertinente para 
cumplir con los requerimientos de cooperación internacional,  será de conformidad con la 
Constitución Nacional, los instrumentos internacionales y leyes que regulan la materia, en 
concordancia con lo dispuesto en el artículo 243 Ibídem inciso 3º: El Fiscal facultará a la 
Policía Judicial para la realización de vigilancia especial, cuando se trate de operaciones 
cuyo origen provenga del exterior…” 
Siendo, pertinente acudir a la disposición legal contenida en el artículo 11 de la Convención 
de Viena que trata de las entregas controladas o vigiladas, tratado ratificado por Colombia 
mediante Ley 67 de 23 de agosto de 1993 y declarado exequible en sentencia de 
Constitucionalidad C-176 del 12 de abril de 1994, disposición preferente por tratarse de una 
norma internacional. 
Toda vez, que la entrega vigilada es una técnica investigativa que permite que una remesa 
constitutiva de delito arribe a su lugar de destino sin ser interceptada, con el propósito de 
establecer la totalidad de los integrantes y partícipes de la empresa criminal tanto en el País 
de origen como en el País de destino, desde sus iniciación hasta la entrega definitiva de la 
remesa. 
Es así que conforme a la solicitud que hace el  agregado judicial de la Embajada de los 
Estados Unidos en Bogotá, ----------, mediante solicitud de fecha 20 de ----  de 20--, informa 
que la Dirección de Investigación Criminal/DIJIN SIU y la UNAIM, en contra del Narcotráfico 
y de conformidad con el artículo 11 de la Convención de Viena, el artículo 500 y los otros 
artículos aplicables del código de procedimiento Penal Vigente en Colombia, propone 
realizar  una operación de entrega controlada a iniciarse a partir del -- de ----  de 20--, en la 
ciudad de ------ con destino de -----. 
Una fuente de la agencia DEA está programada para reunirse en la ciudad de Bogotá en los 
próximos días con miembros aún no identificados totalmente, de la organización criminal en 
un operativo vigilado para organizar la entrega de la ---- (sustancia controlada). Una vez 
organizado el contrabando va a salir de ----- para los Estados Unidos en vuelo internacional, 
con la asistencia de la fuente de la DEA y bajo la vigilancia de los agentes del SIU DIJIN y la 
DEA con el último destino a ---------, con el fin de identificar a todos los miembros de la 
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organización ilegal aquí en Colombia, en los Estados Unidos y para efectuar varios arrestos 
en diferentes ciudades de los estados Unidos y Colombia.  
Mediante resolución No. --- del -- de ----- de 20--, el señor Director Nacional de Fiscalías, 
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 243 de la ley 906 de 2004, consideró viable 
el procedimiento de entrega controlada o vigilada, asignando su trámite a este despacho. 
Para esta clase de diligencias es de resaltar lo normado en el inciso primero: “… A estos 
efectos se entiende como entrega vigilada el dejar que la mercancía se transporte en el 
territorio nacional o salga de él, bajo la vigilancia de una red de policía judicial 
especialmente entrenados y adiestrados”. (El subrayado es nuestro). 
En consideración a lo analizado en procedencia, este Despacho Fiscal Autoriza la entrega 
controlada o vigilada a fin de prestar la colaboración internacional requerida, para que se 
consolide de manera exitosa el fin propuesto. Ya que a través de este mecanismo se 
facilitará por parte de las autoridades Colombianas el transporte y salida del País de la 
sustancia con destino a Estados Unidos, cuya identificación del (sustancia controlada) se 
realizara por parte de este despacho con la asistencia del laboratorio de Química y 
Fotografía que se designe para ello, siempre y cuando las circunstancia de entrega lo 
permitan y cuyo traslado se hará, por parte de agentes de la DEA, previa vigilancia y 
seguimiento por parte de funcionarios adscritos al grupo SIU  DE LA  DIRECCION DE 
INVESTIGACION CRIMINAL DIJIN de Bogotá. 
Por ello y a fin de realizar las actividades investigativas, de verificación, seguimiento y 
vigilancia se impartirá ORDEN DE TRABAJO a los funcionarios adscritos al SIU DE LA  
DIRECCION DE INVESTIGACION CRIMINAL DIJIN de Bogotá, quienes deberán presentar 
informe sobre las actividades desplegadas, incluso grabaciones y la utilización de medios 
técnicos y logísticos de alta tecnología.  
Interceptado el correo contentivo de (sustancia controlada), se procederá a su identificación, 
pesaje y determinación de la naturaleza de la sustancia, de acuerdo con las formalidades 
prevista en el código de procedimiento penal Colombiano.  
Se realizaran las coordinaciones pertinentes para evitar los controles policiales que puedan 
obstaculizar el normal desarrollo de la entrega vigilada y/o controlada, en el evento de 
evidenciarse riesgo alguno referido a la posibilidad de perder el control del envío ilícito, se 
procederá a la incautación inmediata del estupefaciente y se solicitará al Agregado de la 
Embajada de Estados Unidos se informe los resultados de la actividad realizada. 
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CÚMPLASE 
 
--------------------------------------------------------- 
FISCALÍA ESPECIALIZADA UNAIM 
 
Cabe resaltar que las actividades desplegadas son desarrolladas en total 
coordinación entre las autoridades participantes tanto del país o lugar de origen, 
como con las autoridades de los lugares o sitios de tránsito y finalmente de las 
autoridades de los países o lugar de destino, todo ello dentro de los lineamientos 
legales de cada estado participante y en concordancia con lo establecido en el 
artículo 11 de la Convención de Viena de 198814. 
Como parte final del capítulo II DE LAS ENTEGAS VIGILADAS, de ésta 
resolución 0-2450 de 2006 tenemos el artículo 3º cuyo eje central radica en la 
cooperación internacional en los términos del artículo 487 del Código de 
Procedimiento Penal colombiano15, tendientes a la cooperación con agentes o 
agencias extranjeras en la indagación y/o investigación que estos entes se 
encuentra adelantando, con intervención de la dependencia encargada de los 
asuntos internacionales y previa iniciativa de la autoridad extranjera, situación ésta 
que origina la remisión a la unidad respectiva y la designación del fiscal para la 
atención del caso, en todo caso y como requisito obligatorio este funcionario 
                                                          
14  CONVENCIÓN DE VIENA. 1988 Artículo 11 ENTREGA VIGILADA:  
 1. Si lo permiten los principios fundamentales de sus respectivos ordenamientos jurídicos internos, las Partes adoptarán las medidas necesarias, 
dentro de sus posibilidades, para que se pueda utilizar de forma adecuada, en el plano internacional, la técnica de entrega vigilada, de conformidad con 
acuerdos o arreglos mutuamente convenidos, con el fin de descubrir a las personas implicadas en delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 
del artículo 3 y de entablar acciones legales contra ellas.  
 2. Las decisiones de recurrir a la entrega vigilada se adoptarán caso por caso y podrán, cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos financieros 
y los relativos al ejercicio de su competencia por las Partes interesadas.  
 3. Las remesas ilícitas cuya entrega vigilada se haya acordado podrán, con el consentimiento de las Partes interesadas, ser interceptadas y 
autorizadas a proseguir intactas o habiéndose retirado o sustituido total o parcialmente los estupefacientes o sustancias sicotrópicas que contengan.  
 
15 ARTÍCULO 487. DELITOS TRANSNACIONALES. Cuando se trate de delitos que revistan una dimensión internacional, la Fiscalía General de la 
Nación podrá hacer parte de una comisión internacional e interinstitucional destinada a colaborar en la indagación o investigación. 
 
El Fiscal General de la Nación podrá celebrar con sus homólogos de otras naciones actos dirigidos a fortalecer la cooperación judicial, así como 
intercambiar tecnología, experiencia, capacitación o cualquier otra actividad que tenga propósitos similares. 
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destacado deberá acatar los lineamientos definidos en el artículo 2º de la 
resolución, por ser como ya se dijo de vital relevancia para la ejecución de la 
operación y su control posterior, so pena de incurrir en causales de nulidad y por 
ende de pérdida del esfuerzo mancomunado en la persecución del delito 
transnacional.  
En el capítulo siguiente nos referiremos al final de la resolución 0-2450 de 2006 
que desarrolla los capítulos III DE LAS CLAUSULAS GENERALES DE LAS 
ENTREGAS VIGILADAS y del capítulo IV DE LA POLICIA JUDICIAL, cuando 
verifiquemos aspectos procedimentales prácticos en el desarrollo de las 
operaciones de entrega vigilada, teniendo entre ellos el concepto de la “LEY O 
CLAUSULA DORADA”, para los intervinientes; capitulo central dentro de éste 
trabajo investigativo pues plantea una metodología para aplicar y replicar en las 
instrucciones y capacitaciones al personal que intervendrá directamente en las 
operaciones contra la organizaciones delincuenciales 
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4.2. UNA PROPUESTA DE MEJORA - PREPARACIÓN EN ENTREGAS 
VIGILADAS 
La Fiscalía General de la Nación, es el ente encargado de verificar información 
y a través del director nacional de fiscalías o de director seccional, no solo para 
impartir la orden del procedimiento de entrega vigilada sino que también de 
ordenar la preparación de la operación donde se den las instrucciones apropiadas 
y la selección del personal a intervenir.  
Como ya se dijo, es elemento principal que quienes participan en ésta 
modalidad de investigación sean un grupo de policía judicial previamente 
entrenado y capacitado, para lo cual ha de aplicarse el siguiente protocolo: 
 
4.2.1. “LEY O CLAUSULA DORADA” 
SI NO ESTUVO EN LA PLANIFICACION DE LA ENTREGA VIGILADA, “NO 
PARTICIPA”. Si el personal seleccionado o destacado para efectuar la operación 
no se hace presente desde el inicio mismo de la elaboración del plan metodológico 
y con él la planificación del operativo; NO PARTICIPA EN EL OPERATIVO.  
Se enfatiza que si el personal no ha participado en la planeación y 
programación de la entrega vigilada, se pierden los detalles y se pone en riesgo la 
vida propia y la de los demás integrantes de la operación, lo importante en todo 
caso es llegar nuevamente a la base y por supuesto a la casa. 
 
4.2.2. META 
No obstante el conocimiento y/o experiencia previa que se tenga en cada 
operación de entregas vigiladas, se deberá hacer una definición de la figura y se 
enfatizara en la modalidad misma (Objeto sobre el cual recae la conducta delictiva 
investigada, cuyo transporte lo realizan personas que lo llevan consigo o es 
enviado como carga. Estupefacientes-Armamento-Dinero-Otros). 
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En ésta etapa se aprende el concepto de entrega vigilada, la táctica instituida 
para el desarrollo de la misma ya sea en operaciones nacionales o 
internacionales, aplicando las diferentes normas que enmarcan ésta técnica 
investigativa y los convenios que sobre el tema se hayan suscrito con la respectiva 
autoridad extranjera. 
 
4.2.3. OBJETIVOS EN LA PREPARACIÓN 
En esta etapa los participantes de la operación podrán definir con claridad 
meridiana los siguientes aspectos: 
- El participante podrá definir la técnica investigativa de entrega vigilada.  
- El participante podrá enunciar las normas que enmarcan la técnica de 
investigación de entrega vigilada.  
- El participante podrá explicar de manera secuencial los pasos a seguir para 
llevar a cabo una entrega vigilada. 
- El participante podrá explicar los elementos necesarios para acudir ante el Juez 
de Control de garantías. 
- El participante podrá determinar la viabilidad de aplicar o no la técnica de una 
entrega vigilada, de acuerdo con la legislación Colombiana.  
- De igual forma conocer el marco legal que debe tenerse en cuenta para llevar a 
cabo una entrega controlada: 
Convención de la ONU de 1988 sobre el uso indebido y el tráfico ilícito de drogas. 
Artículo 9 Constitución Política de 1991. 
Artículo 15 Constitución Política de 1991. 
Artículo 250 Constitución Política de 1991. 
Artículo 243 Ley 906 de 2004. 
Resolución 2450 del 4 de Agosto de 2006. F.G.N. 
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4.2.4. OBJETOS SOBRE LOS QUE RECAE LA OPERACIÓN Y 
MODALIDADES 
En este aparte se analizan los principales objetos sobre el cual recae la conducta 
delictiva investigada, cuyo transporte lo realizan personas que lo llevan consigo o 
se envía como carga: 
Sustancia estupefaciente - Insumos 
Dinero- divisas 
Armamento - Explosivos 
Personas  
Conocer alguna de las clases de entregas vigiladas (o si se desarrolla la figura 
pueden ser controladas) adelantadas en Colombia. 
Interna o Nacional. 
Externa o Internacional. 
 
ACTIVIDADES PREVIAS, DURANTE Y POSTERIORES A LA ENTREGA 
VIGILADA 
Es el conjunto de acciones que previamente estudiadas se habrán de ejecutar 
para un resultado satisfactorio. 
Actos previos:  
- Solicitud escrita de la entrega vigilada. 
- Comunicación entre Policía Judicial y Fiscal. 
- Autorización previa de la Dirección Nacional de Fiscalías o Director Seccional de 
Fiscalías.  
- El Fiscal de conocimiento expide orden de entrega vigilada. 
El procedimiento a evacuar durante el desarrollo de la entrega vigilada, por 
parte de la policía judicial, es el siguiente: 
- Cubrimiento permanente de reuniones entre la fuente, el agente encubierto y los 
integrantes de la organización criminal. Utilización de “Medios Técnicos” 
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- Tener constante comunicación entre la Policía Judicial y el Fiscal que orienta el 
procedimiento. 
- Actividades de Policía Judicial complementarias. 
 
Procedimiento una vez se recibe la remesa ilícita:  
- Se recibe la remesa ilícita. 
- Se realiza fijación video/fotografía inicial de la remesa ilícita, con posterior 
embalaje y cadena de custodia. 
- Se deja a disposición del Fiscal de Conocimiento. 
- Con orden del Fiscal de Conocimiento se adelanta el procedimiento de 
verificación del contenido de la remesa ilícita, en acompañamiento de Perito y 
Ministerio Publico, realizando fijación video/fotografía de todo el procedimiento. 
- Se levanta acta del procedimiento anterior. 
 
Procedimiento una vez finaliza la entrega vigilada.  
- Los elementos materiales de prueba o evidencia física, se embalan y someten a 
cadena de custodia. 
- En ocasiones el elemento material de prueba o evidencia física se conserva 
idéntico. 
- El fiscal de conocimiento coordina la salida hacia el extranjero o la circulación 
nacional. 
- Se rinde el informe de resultados al Fiscal de Conocimiento. 
- Si la entrega vigilada continua hacia el exterior, se realizara reunión entre el 
agente extranjero y la policía judicial colombiana para culminar entrega. 
- Se rinde informe de resultados al Fiscal de Conocimiento a la llegada al país 
extranjero. 
- Incautación de la remesa ilícita para posterior destrucción o conservación con 
fines probatorios por parte de la Policía Judicial. 
- En casos externos o internacionales se debe rendir informe de resultados por 
parte del agente extranjero. 
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4.2.5. CONTROL POSTERIOR 
Es la presentación ante el juez de control de garantías a efectos de garantizar el 
debido proceso y acatamiento de la norma procesal establecida en el artículo 243 
del C.P.P. 
- Control de Legalidad ante el juez de control de garantías (36 horas) con todos los 
elementos materiales de prueba con los protocolos establecidos. 
- Determinación de legalidad formal y material. 
- Operativo para captura con fines de extradición o proceso penal en Colombia de 
todos los involucrados en las entregas vigiladas. 
Finalmente se propone elaborar tanto para los participantes en la preparación 
de la operación de entrega vigilada, como para los ahora lectores, un panel de 
preguntas que tiendan a retroalimentar en proceso de preparación y alistamiento 
del personal y sus responsabilidades. 
 
4.3. EL AGENTE ENCUBIERTO - PREPARACIÓN 
Siendo ésta figura pieza fundamental dentro de las entregas vigiladas, ya sea 
porque está al lado del o los sujetos activos de ilícito, bien sea por que “custodia” 
el alijo durante su desplazamiento o finalmente por que vigila el accionar de los 
sujetos intervinientes, se hace necesario recurrir a lo prescrito en la normatividad 
colombiana y en lo que la doctrina y la misma jurisprudencia han determinado de 
él en el accionar contra la delincuencia.  
La figura está comprendida en el código de procedimiento penal colombiano ley 
906 de 2004 en el LIBRO II TÉCNICAS DE INDAGACIÓN E INVESTIGACIÓN DE 
LA PRUEBA Y SISTEMA PROBATORIO, TITULO I, LA INDAGACIÓN Y LA 
INVESTIGACIÓN, CAPITULO II, ACTUACIONES QUE NO REQUIEREN 
AUTORIZACIÓN JUDICIAL PREVIA PARA SU REALIZACIÓN, art, 242 cuyo tenor 
literal reza:  
- 63 - 
 
ARTÍCULO 242. ACTUACIÓN DE AGENTES ENCUBIERTOS. Cuando el fiscal 
tuviere motivos razonablemente fundados, de acuerdo con los medios cognoscitivos 
previstos en este código, para inferir que el indiciado o el imputado en la investigación que 
se adelanta, continúa desarrollando una actividad criminal, previa autorización del Director 
Nacional o Seccional de Fiscalías, podrá ordenar la utilización de agentes encubiertos, 
siempre que resulte indispensable para el éxito de las tareas investigativas. En desarrollo de 
esta facultad especial podrá disponerse que uno o varios funcionarios de la policía judicial o, 
incluso particulares, puedan actuar en esta condición y realizar actos extrapenales con 
trascendencia jurídica. En consecuencia, dichos agentes estarán facultados para intervenir 
en el tráfico comercial, asumir obligaciones, ingresar y participar en reuniones en el lugar de 
trabajo o domicilio del indiciado o imputado y, si fuere necesario, adelantar transacciones 
con él. Igualmente, si el agente encubierto encuentra que en los lugares donde ha actuado 
existe información útil para los fines de la investigación, lo hará saber al fiscal para que este 
disponga el desarrollo de una operación especial, por parte de la policía judicial, con miras a 
que se recoja la información y los elementos.  
Así mismo, podrá disponerse que actúe como agente encubierto el particular que, sin 
modificar su identidad, sea de la confianza del indiciado o imputado o la adquiera para los 
efectos de la búsqueda y obtención de información relevante y de elementos materiales 
probatorios y evidencia física. 
Durante la realización de los procedimientos encubiertos podrán utilizarse los medios 
técnicos de ayuda previstos en el artículo 239
16
.  
                                                          
16 [ARTÍCULO 239. VIGILANCIA Y SEGUIMIENTO DE PERSONAS. <Artículo modificado por el artículo 54 de la Ley 1453 de 2011. El nuevo texto es 
el siguiente:> Sin perjuicio de los procedimientos preventivos que adelanta la fuerza pública, en cumplimiento de su deber constitucional, el fiscal que 
tuviere motivos razonablemente fundados, de acuerdo con los medios cognoscitivos previstos en este código, para inferir que el indiciado o el imputado 
pudiere conducirlo a conseguir información útil para la investigación que se adelanta, podrá disponer que se someta a seguimiento pasivo, por tiempo 
determinado, por parte de la Policía Judicial. Si en el lapso de un (1) año no se obtuviere resultado alguno, se cancelará la orden de vigilancia, sin 
perjuicio de que vuelva a expedirse, si surgieren nuevos motivos. 
En la ejecución de la vigilancia se empleará cualquier medio que la técnica aconseje. En consecuencia, se podrán tomar fotografías, filmar videos y, en 
general, realizar todas las actividades relacionadas que permitan recaudar información relevante a fin de identificar o individualizar los autores o 
partícipes, las personas que lo frecuentan, los lugares adonde asiste y aspectos similares, cuidando de no afectar la expectativa razonable de la 
intimidad del indiciado o imputado o de terceros. 
En todo caso se surtirá la autorización del Juez de Control de Garantías para la determinación de su legalidad formal y material, dentro de las treinta y 
seis (36) horas siguientes a la expedición de la orden por parte de la Fiscalía General. Vencido el término de la orden de vigilancia u obtenida la 
información útil para la investigación el fiscal comparecerá ante el Juez de Control de Garantías, para que realice la audiencia de revisión de legalidad 
sobre lo actuado. 
PARÁGRAFO. La autoridad que recaude la información no podrá alterar ninguno de los medios técnicos anteriores, ni tampoco hacer interpretaciones 
de los mismos.] 
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<Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> En cumplimiento de lo dispuesto en 
este artículo, se deberá adelantar la revisión de legalidad formal y material del 
procedimiento ante el juez de control de garantías dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes a la terminación de la operación encubierta, para lo cual se aplicarán, en lo que 
sea pertinente, las reglas previstas para los registros y allanamientos. 
En todo caso, el uso de agentes encubiertos no podrá extenderse por un período superior a 
un (1) año, prorrogable por un (1) año más mediante debida justificación. Si vencido el plazo 
señalado no se hubiere obtenido ningún resultado, esta se cancelará, sin perjuicio de la 
realización del control de legalidad correspondiente
17. 
 
Al respecto ha dicho la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 
bajo el radicado 28888 del 13 de febrero de 2088, lo siguiente:  
 
“En nuestro medio, los agentes encubiertos son funcionarios de la policía judicial  o 
particulares especialmente seleccionados que actúan dentro del marco legal vigente y a 
largo plazo con la misión específica de combatir delitos peligrosos o de difícil 
esclarecimiento, quienes manteniendo en secreto su identidad, entran en contacto con la 
escena delictiva en orden a obtener información para neutralizar acciones delictivas y llevar 
a cabo la persecución penal cuando otras técnicas de investigación han sido frustradas o no 
aseguran el éxito perseguido.”
18 
 
Del artículo en mención se extrae que existen: a-) una “Técnica Especial De 
Investigación”, mediante la cual uno o varios funcionarios con funciones de policía 
judicial, servidores públicos sin funciones de policía judicial, o “particulares” (ya 
más adelante procuraremos establecer cuál es el alcance de su intervención y la 
responsabilidad del estado en su empleo dentro de éstas técnicas de 
investigación, ante eventuales hechos que comprometan su integridad) son 
                                                                                                                                                                                 
 
17 Corte Constitucional- Aparte subrayado declarado CONDICIONALMENTE exequible, por los cargos propuestos y analizados, por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-025-09 de 27 de enero de 2009, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, '... siempre que se entienda que 
cuando el indiciado tenga noticia de que en las diligencias practicadas en la etapa de indagación anterior a la formulación de la imputación, se está 
investigando su participación en la comisión de un hecho punible, el juez de control de garantías debe autorizarle su participación y la de su abogado 
en la audiencia posterior de control de legalidad de tales diligencias, si así lo solicita.'. 
18 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA COLOMBIANA. Sala de Casación Penal, Sentencia del 13 de febrero de 2008, proceso No. 28888, M.P. Julio 
Enrique Socha Salamanca. 
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autorizados para infiltrar o penetrar un grupo delictivo organizado; b.) un 
“Propósito del Agente Encubierto”, que es buscar información, elementos 
materiales probatorios y evidencia física, ubicar e identificar partícipes, bienes 
instrumentos y  productos del delito, así como información que resulte de interés 
para los fines de la investigación; c.) el “Cumplimiento de unos Requisitos”, dentro 
de los cuales y previa valoración cuando de los elementos materiales probatorios, 
evidencia física o de la información legalmente obtenida, se pueda inferir 
razonablemente que el imputado, pertenece o está relacionado con una 
organización criminal, el Fiscal ordenará a la policía Judicial la realización del 
análisis de aquella con el fin de conocer su estructura organizativa, la agresividad 
de sus integrantes y los puntos débiles de la misma. Después ordenará la 
planificación, preparación y manejo de la operación encubierta. (Art. 241)19  
Conocidos ya los elementos fundamentales de la figura del agente encubierto, 
se hace imperioso establecer que su actuación está enmarcada dentro de unos 
requisitos, que la misma ley determina y que se reglamentan a través de la 
resolución expedida por la Fiscalía General de la Nación, así pues se requiere la 
autorización u orden previa del Director Nacional o Seccional de Fiscalías. (Art. 
242), siendo entonces necesario con visos de legalidad y lineamientos probatorios 
que exista una orden escrita proferida por el respectivo funcionario del orden 
nacional y/o seccional, (Resolución No. 0-6351 de 09 de Octubre de 2008, artículo 
8, Autorización del Director Nacional de Fiscalías para Unidades Delegadas ante 
Circuito y Municipales.)  
De la Res. 0-6351, Art. 7, Par. 1º expedida por la Fiscalía General de la Nación, 
se extrae que su participación en tareas investigativas y de persecución del delito 
se hará “siempre que resulte indispensable para el éxito de las tareas 
investigativas”, y ¿Cómo se establece dicha “indispensabilidad”?, eso ya depende 
de cómo se identifican las “tareas investigativas” y los fines de la investigación, en 
                                                          
19 FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN: Resolución No. 0-6351 de 09 de Octubre de 2008, artículo. 4 
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el marco del Plan Metodológico que establezca el fiscal investigador del caso 
asignado, según sus competencias.   
El fiscal podrá ordenar la implementación de agente encubierto previa 
coordinación con la policía judicial, mediante orden que debe contener lo señalado 
en la Resolución No. 0-6351 de 09 de octubre de 2008, Artículo 8, inciso tercero:  
 
- Relación de hechos investigado 
- Objeto y fines de la operación encubierta 
- Exposición motivos fundados sobre la necesidad de la Operación Encubierta. 
(O.E.)  
- Término de duración de la operación (NO podrá sobrepasar de un año 
prorrogable por un año más). 
- Término para rendir informes sobre resultados.  
- Certificación por parte del fiscal de conocimiento de que se ha dado 
cumplimiento al protocolo de la operación encubierta.  
 
El inciso primero del artículo 242 del C.P.P. colombiano establece que el o los 
agentes encubiertos estarán, facultados para intervenir en el tráfico comercial, 
asumir obligaciones, ingresar y participar en reuniones de trabajo o domicilio del 
indiciado o imputado, si fuere necesario, adelantar transacciones con él.  
Incluso mediante la Res. 0-6351. Art. 11, se permite utilizar una identidad 
supuesta, excepto cuando se trate de un particular pues éste último por ser 
conocido de la organización o de uno o varios de sus miembros no tendría 
justificación alguna, ante eventuales reconocimientos de terceros que podrían 
llevar al fracaso la operación encubierta (O.E), tal y como lo prevé el Art. 9º de la 
citada resolución recurriendo a una excepcionalidad de actuar al particular como 
agente encubierto cuando, por las circunstancias concurrentes en cada caso, esté 
en mejores condiciones de infiltrar al grupo delictivo organizado por los vínculos de 
confianza establecidos con ésta o que puedan establecerse, o por otras razones 
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que no hagan posible la intervención de un servidor público con funciones de 
policía judicial o de un servidor sin funciones de policía judicial: 
“Así mismo, podrá disponerse que actúe como agente encubierto el particular que, sin 
modificar su identidad, sea de la confianza del indiciado o imputado o la adquiera para los 
efectos de la búsqueda y obtención de información relevante y de elementos materiales 
probatorios y evidencia física.”
20
 
 
En la misma resolución 0-6351, artículo 2º, se observa un amplio significado del 
concepto de agente, en los siguientes términos:  
 
Artículo 2º. Agente encubierto es el funcionario de policía judicial, el servidor público sin 
funciones de policía judicial, quienes actuando o no bajo identidad supuesta, o el particular 
que, sin modificar su identidad, se infiltra por orden de autoridad competente, en las 
actividades de un grupo delictivo organizado, de conformidad con los límites legales de su 
función.  
 
Ya en el transcurso de las acciones de infiltración si el agente encubierto 
encuentra información útil para los fines de la investigación, libre y 
espontáneamente realizados, concebidos o recaudados por los sujetos integrantes 
de la organización criminal sin que el agente los haya provocado, insinuado o 
motivado, lo hará saber al fiscal para que éste disponga el desarrollo de una 
operación especial, por parte de policía judicial con el objeto de recoger elemento 
material probatorio (EMP) y evidencia física (EF). 
En ningún caso el agente encubierto podrá provocar o inducir al indiciado, 
imputado o investigado o a cualquier miembro del grupo delictivo organizado o a 
un tercero ajeno a la organización, a cometer una conducta punible para la cual no 
estaba dispuesto. (Está prohibido al agente encubierto sembrar la idea de la 
                                                          
20 Fiscalía General de la Nación. Resolución 0-6351 del 09-10-2008, artículo 9. 
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comisión del delito al imputado o indiciado.) Por ello se ha establecido como 
norma fundamental de ésta acción, el confirmar que el indiciado está dispuesto a 
cometer delito antes de solicitar la transacción.  
En ésta etapa de la investigación ya sea por agente encubierto oficial o un 
particular, estos podrán utilizar los medios tecnológicos de que dispongan en los 
términos del inciso 3º del artículo 242 del C.P.P y del art 239 ibíd., ya citado 
anteriormente. (Vídeos, fotografías, localizadores georeferenciandos, 
transmisiones, etc.) 
El agente encubierto deberá rendir informe sobre la labor encomendada acorde 
con el programa metodológico, sin embargo deberá dar aviso al agente de 
contacto o de control sobre las novedades extraordinarias de interés para la 
investigación.  Así como cualquier situación que ponga en riesgo su seguridad 
imposible evasión de los implicados.  Informará cuando se considere necesario 
llevar a cabo operativos para capturas en flagrancia, de igual forma cuando se 
trata de la ejecución de otros delitos que impliquen conexidad o sea necesaria su 
investigación de manera aislada.  
El fiscal de conocimiento dará aviso de manera inmediata al D.N. F o al D.S., 
según el caso, para que el fiscal encargado de la investigación derivada de la 
captura adopte las medidas necesarias para la protección y seguridad del agente 
encubierto, de acuerdo a razones de por qué demorar el descubrimiento de las 
pruebas, por éste recaudadas o que haya propiciado; porque el agente encubierto 
todavía no está en situación segura (la seguridad del AE siempre se tiene que 
considerar cuando se han programado capturas y hasta la  terminación de la 
investigación), ponderando las consecuencias previstas en el CPP Art. 345, 
numeral 4, descubrimiento genera perjuicio notable para investigaciones en curso 
o posteriores, y en los prescrito en el artículo 345, numeral 5, de la misma obra, 
cuando el  descubrimiento afecte la seguridad del Estado.  
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Cumplidas las etapas propuestas y verificada la recolección de elementos 
materiales probatorios y/o evidencias físicas, procederá la terminación de la 
investigación, programada; no obstante también podrá terminar por cesación de la 
voluntariedad del agente encubierto, desviación de la misión, revelación de la 
misión o la identidad del agente encubierto, incumplimiento de los deberes y 
obligaciones establecidas al agente encubierto, separación o suspensión del 
servicio público del agente encubierto, muerte del agente encubierto. 
En este estado de cosas, es vital tener en cuenta que si bien es cierto con el 
agente encubierto oficial se pude disponer en cualquier momento una vez de él se 
verifique su preparación y su deseo voluntario de participar en la operación de 
investigación, con el agente encubierto particular se deben considerar unos pasos 
previos que van desde la toma de la decisión, el reclutamiento, la preparación, y la 
ejecución misma hasta unos aspecto de personalidad que son fundamentales, al 
respecto el tratadista ANDRÉS DAVID RAMÍREZ JARAMILLO, en su obra “EL 
AGENTE ENCUBIERTO FRENTE A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA 
INTIMIDAD Y A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN”, ha esbozado lo siguiente:  
“Señalados quienes pueden actuar como agentes encubiertos, pasemos a aclarar que ni en 
el Código de Procedimiento Penal ni en ninguna norma, se indica cuál debe ser el perfil de 
la persona que sea designada para desempeñarse como agente encubierto en una 
determinada investigación penal, por lo tanto, se recurrirá a las recomendaciones que se 
han dado sobre esta cuestión. 
Así, se recomienda que, antes de proceder a nombrar a una persona para ejercer 
actividades de investigación como agente encubierto, se realice un riguroso sistema de 
selección de candidatos, los cuales tendrían que pasar un curso específico de formación, 
donde completen las aptitudes innatas de infiltración que deberían poseer, teniendo especial 
cuidado y atención en los aspectos psicológicos, pues por las dificultades que pueden surgir 
del hecho de tener que desarrollar una vida con una identidad falsa en el seno de una 
organización delictiva, interpretando un papel, se necesita de una personalidad estable y 
fuerte. 
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Para lo anterior, con base en las experiencias de agencias que han utilizado esta técnica, 
como el FBI Estadounidense y del Reino Unido, se ha desarrollado un teórico perfil del 
agente, donde se indica que las cualidades que debe tener son: 
“1.- Autonomía personal para la toma de decisiones adelantándose a las situaciones, 
incluida la habilidad para enfrentarse a problemas y resolverlos. 
2.- Eficiente, eficaz y competente. 
3.- Capacidad para adaptarse al medio; para mimetizarse con él. 
4.- Alta inteligencia, incluida la emocional. 
5.- Equilibrado, calmado, que guarde el control. 
6.- Capacidad de comunicación en todos los niveles: oral, gestual, lenguaje verbal y no 
verbal. 
7.- Perfil de vendedor. 
8.- Empatía, es decir, tener la capacidad de ponerse en el lugar del otro e interpretar las 
situaciones desde su punto de vista. 
9.- Confianza en sí mismo con un alto grado de control interno. 
10.- Dureza como equivalente a poco sentimental; no tiene que ser necesariamente alguien 
“frío”, pero sí que no se deje llevar por sus sentimientos. 
11.- Flexibilidad, en el sentido de ser tolerante con los valores culturales y morales de otros. 
12.- Tolerancia a la crítica y a la frustración; debe ser independiente, que no necesite la 
aprobación del medio. 
13.- Confidencialidad y discreción. 
14.- Capaz de asumir riesgos sin llegar a ser temerario. 
15.- Preferentemente soltero y sin hijos. 
16.- Resistente al dolor y con aguante físico considerable. 
17.- Debe ser una persona vulgar y corriente. Sin manías. 
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18.- Edad: el rango ideal es entre los 25 y 45 años, puesto que si es demasiado joven se 
corre el riesgo de que cometa errores por la necesidad de reafirmarse y demostrar su valía; 
por el contrario, si es demasiado mayor se temen en exceso las pérdidas y el cambio es 
mucho más difícil de asumir, así como el adaptarse a él. 
19.- Aspecto físico corriente. 
20.- Culto. Se necesita un nivel cultural medio-alto. 
Es de aclarar que estos son sólo rasgos que de manera deseable debería poseer todo 
agente encubierto, pero, además de esto, es necesario que el agente sea dotado de una 
específica e integral formación que fortalezca sus conocimientos sobre su personalidad, 
actuación, uso de medios técnicos, contra vigilancias, técnicas de entrevista e 
interpretación, estudios jurídicos, psicológicos, de planificación y ejecución operativa e 
intercambio de experiencias con otros agentes que se hayan infiltrado antes. 
En suma, estos son los parámetros que deberían evaluar los encargados de participar en la 
escogencia del agente, buscando no sólo la credibilidad del papel que vaya desempeñar el 
agente dentro de la organización criminal a infiltrar, cumpliendo con su misión en la 
investigación, sino para garantizar su vida, seguridad e integridad personal.”
21
 
 
Retomando el tema sobre el reclutamiento del que habrá de fungir como agente 
encubierto particular, ha de tenerse en cuenta la razón por la cual quiere ser 
agente encubierto, definir si sobre su actuación mediará pago y la modalidad del 
mismo, se verificará el acuerdo de allanamiento y de cooperación, se constatarán 
sus antecedentes penales y nivel de credibilidad y la corroboración de todos y 
cada uno de los puntos anteriores. Una vez se tenga plena certeza de la 
confiabilidad y pertinencia del empleo del agente encubierto particular se deberá 
ejercer un control permanente, pues es clave saber todos y cada uno de los 
movimientos que éste realiza, se aplicará el resultado de pruebas psicológicas 
sobre el agente encubierto (AE) particular por parte del fiscal y de miembros de 
                                                          
21
 RAMÍREZ JARAMILLO, Andrés David: EL AGENTE ENCUBIERTO FRENTE A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA INTIMIDAD Y A LA NO 
AUTOINCRIMINACIÓN. Universidad de Antioquia. Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. Edición. 2010. Medellín. Pág.41-43 
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policía judicial, a efectos de disuadir cualquier idea de que el agente encubierto 
piense que puede tener control de la situación o de la operación misma.  
El control se mantiene por parte de las autoridades a través del poder judicial, 
por acuerdos previos o concomitantes entre fiscal y el agente encubierto (AE), por 
un contacto constante entre el agente encubierto y el agente de control designado 
exclusivamente por el fiscal para este propósito; si el agente encubierto viola sus 
obligaciones, se deberá por parte del fiscal de conocimiento del caso, a cancelar 
su autorización de participación y considerar la posibilidad de procesarlo ante 
eventuales perjuicios al Estado o a la administración de justicia, sin perjuicio de las 
afectaciones a los demás intervinientes en la operación, si lo anterior no ocurriere, 
se velará de forma constante por la protección al agente encubierto (AE). 
En el desarrollo de actuaciones contra grupos criminales, con la utilización de 
agentes encubiertos particulares se debe dejar muy en claro que nunca se puede 
considerar a éste agente como parte del equipo; la información suministrada 
respecto del proceso, los indiciados o imputados, los participantes agentes 
oficiales y demás autoridades debe ser nula ya que se debe asumir que cualquiera 
información que se le entregue al agente encubierto, él la revelará en el futuro al 
público, al acusado, al juez, por eso nunca se le debe decir algo que no quiere que 
sea revelado más adelante, no se debe asistir sólo a reunión con el agente 
encubierto y mucho menos si este se presenta acompañado de terceros 
desconocidos , finalmente se debe limitar cantidad de información que necesita 
para ejercer para el correcto desarrollo de la operación. 
Toda la actuación será sometida a reserva, inclusive durante la etapa de juicio, 
la solicitud de la operación encubierta y su autorización reposaran en archivo 
confidencial del Director Nacional de Fiscalías o del Director Seccional, de igual 
manera con los antecedentes e informes presentados por el agente encubierto, el 
agente de control, los informes de policía judicial y los del fiscal mismo, todos 
relacionados con la participación y acciones del agente encubierto, no las del 
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proceso penal en sí. Se debe enfatizar que por la vulneración a estas normas de 
conducta procedimental habrá sanciones penales y disciplinarias frente a la 
violación de esa reserva.  
Sea entonces oportuno mencionar que en ésta operación ya se han surtido las 
etapas de infiltración, recolección o recaudo de pruebas EMP y/o EF, y se avecina 
las etapas del proceso penal con tendencia oral y contradictorio, así que entonces 
habrá de pensarse por parte del funcionario del ente acusador, que pruebas se 
descubrirán si efectivamente está obligado a descubrir, lo prescrito en el artículo 
344 del C.P.P, a saber:  
- Entrevistas del AE 
- Antecedentes penales o disciplinarios del AE 
- Acuerdos entre AE y fiscalía 
- Beneficios brindados al AE 
- Malos actos del AE que son pertinentes a la credibilidad 
 
Ya entrados en materia del proceso penal, recordemos que quien fungía como 
agente encubierto ya sea servidor público o particular, se convierte en testigo de 
los hechos y por ende en obligado del deber legal de concurrir a estrados, por tal 
razón así se trate de funcionarios que pueden tener un bagaje intelectual y 
normativo apropiado para solventar la situación, no sobra hacer una preparación 
ex ante, de las vicisitudes que se puedan presentar en el juicio oral. 
En ese orden de cosas, es deber del fiscal y del personal bajo su cargo 
preparar a su testigo a efectos de que en primera instancia pueda controlar sus 
nervios y la situación, para que vierta su exposición de una manera espontánea, 
coherente, hilada en tiempo y espacio y pueda sortear las dificultades que le 
presente el defensor, que pretenderá capitalizar los errores de contradicción o la 
reiteración de respuestas por la variación de las preguntas reiterativas.  
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Es clave recordar que si no se prepara testigos, no se gana el juicio, si no se 
prepara a los testigos, no se está cumpliendo con la responsabilidad como fiscal (o 
como defensor, según sea el caso), en estos casos se recomienda siempre que el 
investigador del caso deba participar en la preparación de la audiencia, qué tan 
reiterativa y ardua ésta sea, depende en un ciento por ciento del testigo. En la 
preparación de la audiencia y del o los testigos, adicionalmente deberán 
considerar que es esencial reunirse con antelación no prolongada al juicio, 
preparar un bosquejo del interrogatorio, revisar todas las evidencias que se 
admitirán o usarán durante el testimonio, discutir cómo demostrarle mejor al juez 
las evidencias utilizando elementos de tecnología, así sea de forma mínima, Ej., 
video en pantalla, con uso de proyector o video beam, en forma documental con 
copia para el juez, etc.; revisar el estilo del juez sabiendo si éste es proactivo o 
pasivo. 
Si bien es cierto que los aspectos procesales y técnicos son importantes en la 
preparación de la audiencia de juicio oral y de los testigos que participaran en ella, 
no es menos importante establecer una preparación del ambiente que se 
observará y vivirá durante esta etapa procesal, para ello deberá describir o 
demostrar la sala al testigo, explicarle si ésta es privada o abierta al público, se 
indicará quien va a asistir (familia de víctimas, familia del o los acusados, la 
prensa, personajes importantes). 
Una vez iniciada la audiencia y vertido el testimonio por parte del testigos o 
testigos bajo la egida de la fiscalía, corresponderá en virtud del debido proceso y 
de la igualdad de armas, el turno de la palabra al defensor para su contra 
interrogatorio, es por ello que se presenta una lista mínima de chequeo, para que 
se tenga una preparación y evaluación detallada de cada circunstancia a afrontar 
en la audiencia de juicio: 
   
¿Cuál es la meta del defensor en el contrainterrogatorio?: 
- Atacar el testigo y su testimonio  
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- Acentuar y enfatizar los defectos del testigo y de su testimonio  
- Buscar errores en el trabajo del testigo y contradicciones en el   testimonio 
- Disminuir la importancia del testimonio perjudicial 
 
En consecuencia se debe avisar al testigo sobre: cuáles son las normas que 
aplican al contrainterrogatorio, CPP Arts. 39322, 40323, preguntas sugestivas, 
impugnación, qué argucias va a usar el defensor y el estilo que pueda usar en la 
audiencia en materia de estrategia, cuáles son las eventuales debilidades del caso 
que el defensor tratará de explotar, en especial si éstas recaen sobre el agente 
encubierto particular e incluso sobre el servidor público, reconocer que el defensor 
revisará informes de los testigos buscando errores y contradicciones ya que estos 
ayudan al defensor a argumentarle al juez que el testigo es negligente, 
descuidado, quizá mentiroso y, en fin, que no se le puede creer.  
Si el defensor puede crear duda en la mente del juez sobre el profesionalismo y 
competencia de los investigadores, se acerca más a la absolución o a una 
sentencia favorable por duda.  
Por eso es clave revisar informes antes de completarlos para asegurar que 
están correctos y sin errores, si el informe contiene errores, es importante 
identificarlos antes del juicio para decidir cómo manejar, preguntarle al testigo que 
preocupaciones tiene, no se aconseja al funcionario del ente acusador indicarle al 
                                                          
22 Código de Procedimiento Penal Colombiano. ARTÍCULO 393. REGLAS SOBRE EL CONTRAINTERROGATORIO. El contrainterrogatorio se hará 
observando las siguientes instrucciones: 
a) La finalidad del contrainterrogatorio es refutar, en todo o en parte, lo que el testigo ha contestado;  
b) Para contrainterrogar se puede utilizar cualquier declaración que hubiese hecho el testigo sobre los hechos en entrevista, en declaración jurada 
durante la investigación o en la propia audiencia del juicio oral. 
El testigo deberá permanecer a disposición del juez durante el término que éste determine, el cual no podrá exceder la duración de la práctica de las 
pruebas, quien podrá ser requerido por las partes para una aclaración o adición de su testimonio, de acuerdo con las reglas anteriores. 
 
23 Código de Procedimiento Penal Colombiano. ARTÍCULO 403. IMPUGNACIÓN DE LA CREDIBILIDAD DEL TESTIGO. La impugnación tiene como 
única finalidad cuestionar ante el juez la credibilidad del testimonio, con relación a los siguientes aspectos: 
1. Naturaleza inverosímil o increíble del testimonio. 
2. Capacidad del testigo para percibir, recordar o comunicar cualquier asunto sobre la declaración. 
3. Existencia de cualquier tipo de prejuicio, interés u otro motivo de parcialidad por parte del testigo. 
4. Manifestaciones anteriores del testigo, incluidas aquellas hechas a terceros, o en entrevistas, exposiciones, declaraciones juradas o interrogatorios 
en audiencias ante el juez de control de garantías. 
5. Carácter o patrón de conducta del testigo en cuanto a la mendacidad. 
6. Contradicciones en el contenido de la declaración. 
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agente encubierto qué o cuales aspectos de la operación no deben ser revelados 
en el juicio oral.  De ser necesario avisarle al juez sobre problemas con el agente 
encubierto particular, se recomienda hacerlo desde el comienzo del juicio, no debe 
esconder o restar importancia a estos problemas; se deberá programar el orden 
de testigos para inmediatamente corroborar la presencia del agente encubierto 
que habrá de testificar.  
Finalmente se aconseja que se dé a conocer el ambiente de la sala de juicio y 
avisar oportunamente al testigo, confirmar que el equipo electrónico funciona y 
que se sabe usar; no se debe temer, el nerviosismo y por el contrario usarlo a 
favor de la espontaneidad y credibilidad.  
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5. ¿CUÁL HA SIDO LA INCIDENCIA DE LA FIGURA DE LAS ENTREGAS 
VIGILADAS EN LA LUCHA COLOMBIANA CONTRA LAS DROGAS, 
SUSTANCIAS PROHIBIDAS E INSUMOS, EN EL CENTRO DE 
SERVICIOS JUDICIALES DE PALOQUEMAO-BOGOTÁ D.C., DURANTE 
LOS AÑOS 2005-2012? 
 
En éste capítulo se evidencia lo propuesto en el capítulo 2º de ésta 
investigación, respecto del desconocimiento y desaprovechamiento de la figura de 
entregas vigiladas, toda vez que los datos recopilados en el Centro de Servicios 
Judiciales de Paloquemao, muestran errores que se pueden corregir y con ello 
optimizar los resultados de las autoridades judiciales. 
 De acuerdo a solicitud de información que se presentara ante el Centro de 
Servicios Judiciales de Paloquemao, se obtuvo como respuesta una base de datos 
con doscientos sesenta y cinco (265)24 registros que bajo la premisa de entregas 
vigiladas tenían alguna actuación judicial entre los meses enero (01) de 2005 a 
junio (30) del año 2012, datos que no reflejan exactamente una real intervención 
del juez de control de garantías en cuanto a la figura procesal del artículo 243 del 
código procesal penal. 
 
                                                          
24 Ver datos en CD ROM adjunto. 
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265
Audiencias Entregas Vigiladas 
2005-2012  1 Sem
Total 265
 Grafico 1.  Fuente Centro de Servicios Judiciales Paloquemao Oficio RU 011282 
 
Del total de 265 audiencias registradas en la base de datos del centro de 
Servicios Judiciales de Paloquemao, luego del análisis individual de cada uno de 
ellos se logró evidenciar que sólo corresponden a entregas vigiladas 
contempladas en el artículo 243 del C.P.P. un total de setenta y dos audiencias 
(72), siendo las restantes ciento noventa y tres (193) audiencias mal clasificadas  
tomándose a título de ejemplo una entrega provisional de vehículo en accidente de 
tránsito y/o lesiones personales, como entrega vigilada sin corresponder 
exactamente a la realidad jurídica que regula la figura.  
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72
193
Corresponde a Entregas Vigiladas
Audiencias Efectivas de
Entrega Vigilada
Audiencias Mal Clasificadas
Corresponde a otras
actuaciones
Gráfica 2. Fuente Centro de Servicios Judiciales Paloquemao Oficio RU 011282 
 
De las setenta y dos (72) diligencias marcadas como de control de entregas 
vigiladas, dos (2) de ellas presentaron novedades en cuanto  a su realización en 
razón a que a una (1) de ellas no asistió el delegado de la fiscalía y a la siguiente 
se le registró retiro de la solicitud de audiencia por parte de la misma fiscalía, sin 
que se tenga reporte de las causales de la inasistencia y del retiro de la solicitud 
de audiencia, situación que no permite establecer un patrón de actuación por parte 
del ente fiscal. 
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Grafica 3 Fuente Centro de Servicios Judiciales Paloquemao Oficio RU 011282 
 
Con base en el contenido de la norma, se tiene que de las setenta y dos (72) 
audiencias realizadas por entregas vigiladas, treinta y ocho (38) de ellas 
corresponden a delitos de narcotráfico y conexos, siendo en consecuencia una 
mayoría apretada en relación con el resto de delitos enunciados en la norma que 
sumaron un total de treinta y cuatro audiencias (34). 
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Grafica 4 Fuente Centro de Servicios Judiciales Paloquemao Oficio RU 011282 
 
Los datos suministrados por el centro de servicios judiciales de Paloquemao, 
informan en la base de datos suministrados que de las setenta y dos (72) 
diligencias de entregas vigiladas, un total de veintisiete (27) corresponden a delitos 
de lavado de activos, siendo en consecuencia una muestra significativa  de la 
incidencia que el narcotráfico y delitos conexos son los de mayor espectro que han 
sido atacados con la utilización de ésta figura, hecho que a su vez demuestra que 
la figura procesal si tiene efectividad y logra su cometido.  
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45
27
Audiencias de Entregas Vigiladas en Lavado 
de Activos
Otras Entregas
Lavado de Activos
Grafica 5 Fuente Centro de Servicios Judiciales Paloquemao Oficio RU 011282 
 
En relación con los demás delitos enunciados en el artículo 243 del C.P.P., se 
tiene que la trata de personas es el que le sigue en mayor incidencia contando con 
un número de seis audiencias del total de setenta y dos, lo cual demuestra que el 
delito que ha venido desarrollándose desde tiempos pasados, hoy en día está 
siendo atacado fuertemente por las autoridades a fin de desvertebrar las bandas 
que delinquen al interior del país y las de perfil internacional que tiene 
principalmente como destinos Europa y Asia. 25 
 
                                                          
25 Crimen Transnacional Organizado, Globalización y Comercio Sexual: Juan Miranda. Crimen Transnacional Organizado, Globalización y Comercio 
Sexual - Monografias_com.mht 
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66
6
Audiencias de Entregas Vigiladas en Trata 
de Personas
Otras Audiencias de EV
Trata de Migrantes
Grafica 6 Fuente Centro de Servicios Judiciales Paloquemao Oficio RU 011282 
 
En tercer lugar en cuanto a número de audiencias, se tiene como reporte por 
parte del Centro de Servicios Judiciales de Paloquemao, que el tráfico y de armas 
de fuego y municiones es el delito que sigue en importancia, aunque el total de 
audiencias sea de una sola en relación a  las setenta y dos que corresponden a 
entregas vigiladas según definición del artículo 243 del CPP.  
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71
1
Audiencias de Entregas Vigiladas en Trafico 
de Armas de Fuego y Municiones
Otras Audiencias de EV.
Fabricación, Trafico, Porte de
Armas de Fuego y Municiones.
Grafica 7 Fuente Centro de Servicios Judiciales Paloquemao Oficio RU 011282 
 
A continuación se muestra el cuadro estadístico consolidado de las audiencias 
realizadas en Paloquemao sobre entregas vigiladas, en los términos del artículo 
243 del Código de Procedimiento Penal. 
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3827
1
6
Total Audiencias Entregas Vigiladas
Narcotrafico y Conexos
Lavado de Activos
Porte Trafico de Armas de
Fuego y Municiones
Trata de Personas
Grafica 8 Fuente Centro de Servicios Judiciales Paloquemao Oficio RU 011282 
 
Finalmente encontramos la composición por delitos de la muestra tomada 
según estadísticas recibidas del Centro de Servicios Judiciales de Paloquemao. 
 
5.1. ¿CÓMO SE HAN COMPORTADO LOS OPERADORES JUDICIALES 
DE CONTROL ANTE ESTE MECANISMO, EN EL CENTRO DE 
SERVICIOS JUDICIALES DE PALOQUEMAO-BOGOTÁ D.C., 
DURANTE LOS AÑOS 2005-2012? 
Para éste efecto se desarrolló encuesta entre un aproximado de 25 funcionarios 
de todo nivel jerarquico en cuanto a las acciones judiciales (Técnico, Investigativo 
y Operador Judicial-Fiscal), de las instancias que desarrollan actividades 
tendientes a desvertebrar bandas criminales organizadas que tratan personas; 
trafican con armas y municiones; con narcotráfico y delitos conexos, funcionarios  
pertenecientes a la Fiscalía General de la Nación, al Cuerpo Técnico de 
Investigación, a la DIJIN de la Policía Nacional y a la SIJIN de la Policía 
Metropolitana de Bogotá, sin que ello represente el universo poblacional de la 
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rama judicial, FGN y Policía Judicial, pero si da una muestra indicativa de cómo 
está la precepción de conocimiento y aplicación de estas técnicas especiales de 
investigación con fines de judicialización. 
Se destaca como dato informativo común a todos los participantes, que en su 
gran  mayoría corresponden a funcionarios de la UNAIM entre los cuales se 
cuentan cinco fiscales que desarrollaron la encuesta, que la aplicación de la figura 
es novedosa y puede ayudar en la lucha contra el delito, pero existe temor en su 
aplicación por desconocimiento de su accionar, de las consecuencias jurídicas que 
pueden entrañar para los participantes  y por la poca difusión y preparación que al 
respecto han tenido ya sea por parte de la escuela Judicial Lara Bonilla o por 
convenios con entidades extrajeras (p.ej. USAID, DEA; Embajada 
Estadounidense; Embajada Británica; Embajada Alemana, Embajada Española)  
No se descarta que las mismas entidades a través de sus centros y escuelas de 
formación preparen a sus funcionarios al más alto nivel sin tener que acudir a 
instancias internacionales o a depender de otras entidades nacionales. 
Los resultados se ven reflejados en las siguientes graficas:  
25
Entrevistas Realizadas
Total de entrevistas a
funcionarios judiciales (5
fiscales UNAIM), tecnicos y
PJ.
 
Grafica 9. Total de entrevistas realizadas. Fuente Propia-Entrevista. 
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Grafica 10 Universo de la Encuesta. Fuente Propia-Entrevista. 
 
 
7
18
Conocimiento de la Figura Procesal
Conocen la Figura
Desconocen la Figura
Grafica 11 Funcionarios que conocen de Entregas Vigiladas.  Fuente Propia-Entrevista. 
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Grafica 12 Uso y/o aplicación de la Figura Procesal de Entregas Vigiladas. Fuente Propia-Entrevista. 
 
Grafica 13 Participación en Capacitaciones de Entregas Vigiladas. Fuente Propia-Entrevista 
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25
Sugerencias para la Implementación del Art 
243 C.P.P.
Se debe capacitar más a
los Funcionarios
Grafica 14 Sugerencias de los entrevistados respecto de las Entregas Vigiladas. Fuente Propia-Entrevista 
 
 
Grafica 15 Origen de las Capacitaciones. Fuente propia-Entrevista 
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5.2. SOLUCIÓN AL PROBLEMA PRESENTADO 
 
La temática propuesta para solucionar el problema metodológico está centrada 
de manera exclusiva en la capacitación que sobre el tema y sus anexos, pueda 
impartir directamente la Fiscalía General de la Nación26, o ésta a través de los 
convenios asociativos y con el apoyo nacional e internacional de las agencias 
extranjeras con sede o presencia en nuestro país.   
El aporte metodológico de esta monografía se plasma en la preparación de la 
entrega vigilada (EV) a través de una capacitación a servidores públicos y 
particulares, en todo nivel de intervención y de funcionalidad dentro del sistema 
judicial colombiano, basada en al menos tres (3) sesiones de ocho horas (8h) cada 
una y que se desarrollara según se vio en el capítulo 4., numerales 4.2 UNA 
PROPUESTA DE MEJORA-PREPARACIÓN DE ENTREGAS VIGILADAS, y 4.3 
EL AGENTE ENCUBIERTO-PREPARACIÓN (ver páginas 54 a la 75) 
Al respecto como colofón del aporte metodológico también serán esbozadas 
algunas recomendaciones en el capítulo 7 de ésta investigación (ver pág. 95). 
Como la esencia de ésta investigación es la capacitación y profundización en 
ésta nueva herramienta de investigación, es oportuno traer a colación la situación 
actual que afronta la Fiscalía General de la Nación respecto de su “Alma Mater” 
creada mediante a la expedición de la ley 1654 de 2013, cuyo tenor literal reza:  
“Artículo 1º literal d) Crear una institución universitaria como establecimiento público de 
orden nacional, cuyo objeto consistirá en prestar el servicio público de educación superior 
para la formación y el conocimiento científico de la investigación penal y criminalística y de 
las distintas áreas del saber que requiere la Fiscalía General de la Nación y sus entidades 
adscritas para cumplir con sus fines constitucionales, así como su modernización y la 
                                                          
26 No olvidar que dentro de esa posibilidad se está proyectando la creación de una Institución de Educación Superior que deberá dentro de sus 
programas crear las asignaturas o créditos requeridos para la aprobación de sus programas y donde la malla curricular ha de introducir la temática de 
Entrega Vigilada y Agente Encubierto como tema de especial atención y preparación. 
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capacitación continua de sus agentes que ejercen dichas profesiones, mediante el ejercicio 
de las funciones de docencia, investigación y extensión universitaria.  
Dicha institución universitaria estará adscrita a la Fiscalía General de la Nación, por lo que 
sus recursos de funcionamiento ordinario e inversión ordinaria, deberán ser incorporados al 
presupuesto de la Fiscalía.  
El acto de creación determinará la denominación del establecimiento público, su estructura 
orgánica y funcionamiento. Su régimen académico será el previsto en las leyes que regulan 
la educación superior.  
La Institución Universitaria podrá contar con otras sedes en ciudades capitales distintas a 
Bogotá D.C.  
La creación de la Institución Universitaria será conforme a las señaladas en los artículos 16 
literal b y 18 de la ley 30 de 1992.  
Parágrafo. Al ejercer las facultades extraordinarias conferidas por esta ley, el Presidente de 
La República garantizará la estabilidad laboral de los funcionarios de la Fiscalía General de 
la Nación. Los funcionarios que al momento del desarrollo de las facultades conferidas en la 
presente ley se encuentren laborando en cargos que sean suprimidos o modificados, 
deberán ser reubicados en cargos de igual, similar o superior categoría al que se 
encuentren prestando servicios. Igualmente el Presidente de la República deberá buscar 
que se cumpla el principio de que a trabajo igual desempeñado en condiciones iguales y 
bajo idénticos requisitos, deben corresponder salarios y prestaciones iguales”
27
 
 
En éste sentido se han pronunciado los medios de comunicación, que han 
hecho público el contenido de la ley y la gran expectativa que genera entre 
funcionarios y la sociedad en general, en los siguientes términos:  
 
“FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN TENDRÁ SU PROPIA INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA 
Julio 19/13 Con la Ley 1654 del 15 de julio, que le otorga facultades al Presidente de la 
República para modificar la estructura y la planta del ente acusador, se dio vía libre a la creación 
                                                          
27 CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Ley 1654 de 2013 
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de un centro educativo que forme e investigue en las áreas penal y criminalística, y en aquellas 
otras que demande la Fiscalía, según sus necesidades. 
Dicha institución estará adscrita a la entidad, por lo cual sus recursos de funcionamiento 
provendrán del presupuesto de la misma. Será un establecimiento público de orden nacional, de 
naturaleza especial, que podrá contar con varias sedes en distintas ciudades capitales. 
"La idea es que esta institución universitaria forme a los fiscales que requiere Colombia -dice la 
Ministra de Educación, María Fernanda Campo-. En los sistemas judiciales de los países más 
desarrollados, generalmente hay una escuela de formación de alto nivel que forma abogados y 
profesionales de otras áreas del conocimiento en aquellas disciplinas y competencias que se 
requieren para fortalecer la labor de investigación y de fiscalización y eso es lo que prevé la ley que 
se aprobó". 
Según Campo, si bien la Fiscalía tiene la potestad de definir los programas de educación 
superior y sus contenidos, acorde con las necesidades de formación y capacitación de sus 
funcionarios, estos deberán cumplir con los mismos requisitos de calidad con los que operan todos 
aquellos que ofertan las distintas instituciones de educación superior. 
Será entonces el Ministerio de Educación Nacional el que autorice el funcionamiento de los 
programas (les otorgue registro calificado) y vigile la calidad de la institución universitaria.”
28
 
 
“MINEDUCACIÓN APRUEBA LA NUEVA INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA DE LA FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN 
Enero 13/14 Con el nombre de "Institución Universitaria Conocimientos e Innovación para la 
Justicia -CIJ-", y con la Resolución 263 de 2014, el Ministerio de Educación Nacional aprobó 
la creación de una institución de educación superior, de la Fiscalía General de la Nación, 
especialmente creada para desarrollar educación superior para los funcionarios de la 
entidad. 
La nueva Institución, liderada por el actual fiscal, Eduardo Monteanegre Lynett, proyecta la 
apertura de programas tecnológicos, empezando por Tecnología en Investigación Criminal y 
Criminalística, y varios posgrados, relacionados con temas como víctimas, DIH y ciencias 
                                                          
28
 http://www.universidad.edu.co/index.php?option=com_content&view=article&id=3969:fiscalia-general-de-la-nacion-tendra-su-propia-institucion-
universitaria&catid=16:noticias&Itemid=198 
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forenses, e inicialmente operará en Bogotá en donde operaba, en la vía hacia Cota, 
Aquimindia, la escuela de formación que empleaba el DAS. 
La caracterización de la nueva institución señala que la Institución Universitaria 
Conocimiento e Innovación para la Justicia es una IES de carácter público, del orden 
nacional, de naturaleza especial, adscrita a la Fiscalía General de la Nación, autónoma, 
pluralista y democrática, cuya Misión es generar conocimiento que permita el avance de las 
ciencias jurídicas y sociales y la  formación de  talento humano idóneo, en un marco de 
pertinencia académica y social, para contribuir al fortalecimiento del Estado Social de 
Derecho. 
La Fiscalía señaló que nueva institución hace parte del conjunto de reformas administrativas 
aprobadas para la Fiscalía por el presidente Juan Manuel Santos, y contribuye a replantear 
el esquema de formación de fiscales en el país”
29
. 
 
Pero con la misma celeridad que se anuncia la creación de la institución 
educativa, así mismo se presenta la demanda de inconstitucionalidad por la 
presunta violación de la autonomía universitaria, según se lee lo siguiente 
publicado por los medios de comunicación: 
“DEMANDAN LEY QUE AUTORIZA A LA FISCALÍA A CREAR UNA IES 
 
Agosto 16/13 Mediante la Ley 1654 del pasado 15 de julio, firmada también por la ministra 
de Educación María Fernanda Campo, se autorizó a la Fiscalía General de la Nación a crear 
una institución universitaria, con sedes en otras ciudades, además de Bogotá, para formar a 
sus funcionarios en investigación penal y criminalística, entre otras. 
No obstante, el abogado Andrés de Zubiría Samper demandó la Ley por considerar que 
viola la autonomía universitaria consagrada en el artículo 69 de la Constitución Política. 
Según la argumentación jurídica de la demanda, interpuesta ante la Corte Constitucional, 
una institución universitaria como la que se pretende crear no puede depender de la Fiscalía 
                                                          
29 http://www.universidad.edu.co/index.php?option=com_content&view=article&id=4419:mineducacion-aprueba-la-nueva-institucion-universitaria-de-la-
fiscalia-general-de-la-nacion&catid=16:noticias&Itemid=198 
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General de la Nación, pues se afectaría su independencia para actuar, autónomamente. 
 
Así mismo se considera que la creación de una institución universitaria, como la propuesta, 
en calidad de establecimiento público nacional adscrito a la Fiscalía General de la Nación 
también vulnera la autonomía universitaria y el régimen especial de las universidades 
oficiales, y no reconoce el hecho de que la IES debe ser, no una dependencia de la Fiscalía 
General de la Nación, sino un ente universitario autónomo, como se indica en la Ley 30 de 
1992. 
 
Para ello, se recuerdan sentencias de la Corte Constitucional, que expresamente han 
señalado que "las universidades del Estado, son instituciones que para mantener y 
preservar su esencia deben estar ajenas a las interferencias del poder político, en 
consecuencia no pueden entenderse como parte integrante de la administración, o como 
organismos supeditados al poder ejecutivo, ellas deben actuar con independencia del 
mismo y no estar sujetas a un control de tutela como el concebido para los establecimientos 
públicos
30
.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                          
30 http://www.universidad.edu.co/index.php?option=com_content&view=article&id=4053:demandan-ley-que-autoriza-a-la-fiscalia-a-crear-una-
ies&catid=16:noticias&Itemid=198. 
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6. CONCLUSIONES  
 
La norma procesal colombiana establece que es perfectamente válida la 
aplicación de entregas vigiladas en cuanto se sepa del accionar criminal y con 
dicha herramienta de persecución del delito se pueda establecer con precisión 
quienes conforman las bandas criminales, desde la concepción misma del delito 
hasta su ejecución, pasando por las diversas etapas de la división del trabajo 
criminal.  
El trabajo ha sido incipiente pero ha dado frutos que permiten evidenciar su 
aplicabilidad y efectividad en cada uno de los delitos que la norma abarca, sin 
perjuicio de que ésta misma figura con un poco más de conocimiento y destreza 
en su aplicación pueda ser usada más ampliamente según prescribe el inciso 1 del 
artículo 243 del CPP, que en su tenor literal expresa: 
… “también cuando sea informado por agente encubierto o de confianza de la existencia 
de una actividad criminal continua,…” 
Una de las principales causas de inaplicación de la figura por parte de las 
autoridades y operadores judiciales nacionales, es el desconocimiento de la 
minucia de cómo adelantar cada operación y el temor de tener que afrontar una 
investigación penal o disciplinaria que afecte sus carreras y sus proyectos 
personales. 
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7. RECOMENDACIONES  
 
Una acción inmediata por abordar de parte de las autoridades de 
administración de justicia es la capacitación a profundidad de cada una de los 
eslabones de la cadena de ejecución de las entregas controladas, que les permita 
a fiscales poder establecer cómo manejar fuentes, como elaborar planes 
metodológicos en conjunto con autoridades de policía para vigilancia y 
seguimientos de alijos, personas o bienes controlados. 
A los agentes encubiertos, como prepararse previamente y conocimiento del 
caso específico, como manejar el perfil de infiltración y la comunicación con el 
agente de contacto, como sortear los imprevistos durante la misión y como 
exponer los detalles procesales una vez tenga que convertirse en testigo durante 
la atapa de juicio.  
A los Jueces de control de garantías, como prepararse para que presentado el 
caso por parte del fiscal asignado o del fiscal de apoyo, se tenga en cuenta el 
propósito de la figura, la política criminal y los beneficios en la administración de 
justicia a efectos de que las acciones no se declaren ilegales o inconstitucionales 
enviando un nefasto mensaje de impunidad a las organizaciones criminales y a la 
sociedad misma.  
No se debe descuidar el potencial que se tiene en cuanto al contenido curricular 
de los diferentes cargas académicas de las diversas escuelas de formación ya sea 
en su fase inicial o de pregrado, como en su fase secundaria de especialización o 
posgrado, ya que todas son comunes a las diversas entidades antes mencionadas 
y tienen en el territorio nacional sedes que imparten conocimiento avanzado en 
diferentes modelos investigativos, situación que se puede afrontar con una gran 
cobertura y carga curricular, lo cual a su vez permite inferir que los participantes-
alumnos egresaran con un cumulo de conocimientos, que con un mínimo de 
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preparación les permitirá abordar casos que con el transcurso del tiempo irán 
cobrando complejidad y de los cuales se pueden obtener magníficos resultados.  
Ya se esbozaba inicialmente en el acápite de solución del problema (5.2), como 
la Fiscalía General de la Nación está en facultad de crear una Institución de 
Educación Superior IES, de suerte entonces que es allí donde por excelencia 
todas y cada una de las herramientas creadas por la ley adjetiva penal han de ser 
estudiadas a profundidad e incluidas en los diversos currículos para que de 
primera mano y con criterio de autoridad y con doctrina “criolla” se implementen en 
los procedimientos, todos los mejores conocimientos en procura de alcanzar la 
meta de desarticular la mayor cantidad de bandas criminales del orden nacional y 
transnacional. 
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8. ANEXOS  
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